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RESUMEN
EJECUTIVO
Los gastos tributarios son recursos que el Estado deja de percibir para avanzar 
hacia distintas metas de política. A través de la disminución de la carga impositiva 
a ciertos contribuyentes o actividades económicas, se busca promocionar la inver-
sión productiva y la innovación, crear empleo en determinadas zonas geográficas , 
entre otros objetivos. 

¿Por qué los gastos tributarios deberían importarnos? Porque el monto de los ingre-
sos que el Estado deja de percibir es verdaderamente alto. En nuestro país, se esti-
ma que estos gastos representan el 2.5% del PIB, y al sumar otros beneficios impo-
sitivos, este porcentaje se eleva a un 4.7%, comprometiendo recursos equivalentes 
al presupuesto de varios ministerios y programas sociales clave. En un contexto re-
gional similar, se observa que los gastos tributarios generan pérdidas sustanciales, 
alcanzando el 3.8% del PIB en América Latina durante el año 2020.

Si bien muchos de estos incentivos fiscales pueden tener como objetivo contribuir 
al desarrollo económico y social del país, a menudo la forma en que se aplican ter-
mina beneficiando a sectores de altos ingresos, generando privilegios fiscales que 
potencian la regresividad de la política fiscal.  Este estudio destaca la necesidad ur-
gente de evaluar exhaustivamente estos gastos, considerando a quiénes benefician 
y en qué medida contribuyen a las arcas públicas, así como la distribución posterior 
de la recaudación. 

Además de analizar en profundidad los déficits de la creación y el tratamiento de los 
gastos tributarios en Argentina, el informe propone cambios legislativos concretos 
en la Ley Nacional de Procedimiento Tributario N° 11.683. En este sentido, se propo-
nen cambios fundamentales en materia de transparencia y rendición de cuentas, 
basados en estándares de Derechos Humanos y experiencias internacionales.

Por un lado, se sugiere el agregado del artículo 112 bis, que determine las bases para 
la creación de gastos tributarios, exigiendo un informe de motivos que sustenten la 
decisión, con los objetivos y metas físicas claras que persigue el beneficio tributa-
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rio, y sujetándolos a un informe anual que evalúe la eficacia y eficiencia de la medi-
da respecto del logro de los objetivos perseguidos y sus alcances, entre otras 
cosas. 

Por otro lado, se propone avanzar con la modificación del artículo 101, que regula 
el secreto fiscal, para eliminar la confidencialidad en casos de beneficiarios de 
estos gastos sobre la base de los principios de transparencia y acceso a la informa-
ción, que se establecen como directrices clave en esta revisión normativa.

Las reformas propuestas apuntan a mejorar la política de gastos tributarios, que en 
las últimas décadas se caracterizó por su opacidad, la falta de participación ciuda-
dana y la consecuente influencia de sectores concentrados de la economía. Sólo 
con mayor información y supervisión de estas políticas se podrá mejorar la eficacia 
de esta política y su contribución a una mayor equidad en la utilización de los recur-
sos públicos.
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La historia de la política fiscal en Argentina se ha caracterizado por su formulación 
en contextos de emergencia, debates con escasa o nula participación ciudadana y 
un marco de opacidad y discrecionalidad. En gran medida, esta situación ha estado 
marcada por la influencia predominante de los intereses de sectores concentrados 
de la economía. Esta realidad ha dado lugar al sistema impositivo regresivo, con be-
neficios fiscales injustos y altos niveles de evasión que tenemos hoy en día.

La esencia de un sistema fiscal eficiente, eficaz y equitativo radica en su capacidad 
para garantizar los derechos humanos en condiciones de igualdad. En un contexto 
donde los Estados financian políticas públicas esenciales a través de sistemas de 
recaudación de recursos, la necesidad de un sistema fiscal que asegure el óptimo 
funcionamiento de estos mecanismos es innegable. Los recursos tributarios son la 
principal fuente de financiamiento de los Estados, la más estable y la única forma 
solidaria de obtener recursos para financiar bienes y servicios públicos suficientes 
y de calidad.

Sin embargo, Argentina desaprovecha el rol igualador que debe tener la política fis-
cal. El gasto público destinado a los sectores que más requieren de la intervención 
estatal no logra garantizar condiciones de vida dignas y la forma en que se gestiona 
la deuda pública restringe severamente la posibilidad de dar prioridad a políticas 
esenciales para ello. La recaudación impositiva es ineficiente, insuficiente e inequi-
tativa, y se pierden muchos recursos a causa de privilegios y mecanismos fiscales 
abusivos, que se sostienen gracias a la falta de transparencia y de mecanismos ade-
cuados de control, recuperación indirecta y sanción (ETFE, 2023).

Tanto Argentina como los demás países de la región enfrentan desafíos significati-
vos en términos de distribución de la riqueza y la carga fiscal (ACIJ, 2023). En las úl-
timas dos décadas, los ingresos tributarios en América Latina han experimentado un 
crecimiento sostenido, superando la participación de los ingresos públicos totales, 
que ha aumentado del 70.9% al 81.4%. Sin embargo, paralelamente, los gobiernos de 
la región enfrentan desafíos significativos en la recaudación producto de políticas 

INTRODUCCIÓN

1. Informe de la Relatora Especial de la ONU sobre la extrema pobreza y los derechos humanos, A/HRC/26/28, 
22 de mayo de 2014.
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fiscales ineficientes, evasión, falta de inversión pública adecuada y corrupción. De 
hecho, en promedio, los ingresos no percibidos para 2020 en la región por gastos tri-
butarios fueron equivalentes al 3.8% del PIB, lo que representó un promedio del 
20.6% de la recaudación tributaria (Campos Vázquez, 2022). 

En Argentina, si bien no se conoce efectivamente cuál es la pérdida de recursos pro-
ducto de los gastos tributarios, se estima que representó un 2.55% del PIB de 2023 y 
que equivale al 16% de la capacidad de recaudación impositiva y al 13% del gasto na-
cional. Para 2023 se proyectó que, por el total de gastos tributarios, se dejaría de re-
caudar un monto equivalente al presupuesto de cuatro Ministerios (de Salud, de De-
sarrollo Social, de Educación y del Interior) y los Poderes Legislativo y Judicial jun-
tos, o al quíntuple de la inversión en la Asignación Universal por Hijo/a y por Embara-
zo (AUH y AUE), la principal política pública destinada a reducir la pobreza y la indi-
gencia infantil.

En este contexto, el análisis de los aspectos que debe respetar la política de gastos 
tributarios debe hacerse a la luz de los Principios de Derechos Humanos en la Políti-
ca Fiscal, estándares que guían la conducta de los gobiernos y facilitan el segui-
miento, evaluación y rendición de cuentas. Estos Principios establecen que los Esta-
dos deben contar con políticas de gastos tributarios orientadas a fomentar la igual-
dad, ancladas en el cumplimiento de los compromisos de derechos humanos, y res-
paldadas por mecanismos que garanticen su transparencia y rendición de cuentas, 
para aumentar su capacidad para promover conductas socialmente beneficiosas.

El propósito fundamental de este trabajo es hacer una propuesta concreta para que 
los gastos tributarios sean más transparentes y equitativos. Reconocemos que si 
bien algunos incentivos fiscales pueden tener objetivos nobles, en muchas ocasio-
nes benefician a sectores de altos ingresos y generan privilegios fiscales. Por lo 
tanto, es imperativo que se evalúen exhaustivamente los gastos tributarios sobre la 
base del entendimiento de que no es igual quiénes contribuyen y en qué medida a las 
arcas públicas, ni cómo se distribuye posteriormente la recaudación. 

En este contexto, proponemos una serie de reformas normativas para incorporar 
buenas prácticas en la regulación de los gastos tributarios en Argentina. En este pro-
ceso, hemos considerado los déficits estructurales de esta dimensión de la política 
tributaria y las mejores prácticas recomendadas por diferentes organismos interna-
cionales, los Principios de Derechos Humanos en la Política Fiscal así como refor-
mas implementadas recientemente por naciones como México, Perú y España. Bus-
camos contribuir a un sistema tributario más justo, equitativo, eficiente y eficaz que 
respalde el bienestar de toda la sociedad - no solo de ciertos sectores privilegiados 
- y promueva el desarrollo económico sostenible en Argentina.
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GASTOS TRIBUTARIOS TR ANSPARENTES Y EQUITATIVOS

I. Concepto de gastos tributarios

El Decreto 1731/2004, que aprueba la reglamentación de la Ley Nº 25.917 que crea el 
Régimen Federal de Responsabilidad Fiscal, define a los gastos tributarios como re-
cursos que el Estado deja de percibir al otorgar un tratamiento fiscal específico y di-
ferenciado, apartándose del establecido con carácter general en la legislación tribu-
taria, y reduciendo la carga impositiva de algunos contribuyentes, con el objetivo be-
neficiar a determinadas actividades, zonas, personas, empresas y consumos. 

Estos gastos implican una transferencia de recursos públicos implementada a tra-
vés de una reducción de las obligaciones tributarias en lugar de un gasto directo. Y 
se los denomina gastos tributarios o indirectos porque pueden ser económicamente 
equivalentes a dar apoyos por medio de una partida del gasto público directo. Pue-
den instrumentarse a través de exenciones, créditos o certificados fiscales, deduc-
ciones, moratorias, condonaciones. 

Es decir que aunque no se reflejan explícitamente como gastos en el presupuesto, en 
la práctica, equivalen a una forma no convencional de financiar políticas públicas. 
Así lo reconoce la propia Administración al definirlos como “una transferencia de re-
cursos públicos implementada a través de una reducción de las obligaciones tributa-
rias en relación a un impuesto de referencia, en lugar de un gasto directo”2.  
A pesar de que se pueden asimilar a los gastos directos, como veremos a continua-
ción,  su tratamiento es mucho más opaco.

CONSIDERACIONES 
SOBRE LOS GASTOS 
TRIBUTARIOS EN 
ARGENTINA

8

2. Dirección Nacional de Investigación y Análisis Fiscal. Estimación de los Gastos Tributarios para los años 2018 a 2020.
Disponible en:  https://bit.ly/3dG2u0b 
�
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II. Déficits de la política de gastos tributarios

La política fiscal es la herramienta por excelencia para garantizar el acceso a los 
derechos humanos en condiciones de igualdad, reducir los elevados niveles de 
pobreza e indigencia e impulsar un proyecto productivo inclusivo, sostenible y sus-
tentable. Mediante la política fiscal, el Estado sostiene la calidad y gratuidad de las 
escuelas y las universidades públicas, el sistema de justicia, las fuerzas de seguri-
dad, las vacunas, el personal de salud y los hospitales públicos, el sistema previsio-
nal y de protección social, incentiva algunas actividades económicas y productivas 
sobre otras, entre otras políticas, actividades y servicios.

Sin embargo, como adelantamos, Argentina podría aprovechar mejor el rol igualador 
que debe tener la política fiscal. La recaudación de impuestos se caracteriza por ser 
ineficiente, insuficiente y desigual, lo que resulta en la pérdida de recursos debido a 
privilegios y prácticas fiscales abusivas que se mantienen gracias a la falta de trans-
parencia y de controles adecuados. Esto genera que el interés por analizar los gastos 
fiscales esté en constante aumento. Sin embargo, la información necesaria para lle-
var a cabo un análisis de potenciales mejoras y oportunidades de reformas no se 
encuentra disponible, lo que obstaculiza considerablemente  los esfuerzos.

En Argentina, a pesar de ciertas conquistas recientes, no contamos con información 
lo suficientemente clara y precisa sobre lo que el Estado deja de recaudar producto 
de los gastos tributarios. La información que se presenta es escasa para estimar el 
costo fiscal de los gastos tributarios y las mediciones se basan en el costo fiscal teó-
rico de los proyectos beneficiados, sin información real de las pérdidas efectivas que 
generan estos gastos (González Cano y Simonit, 1999). Algunos beneficios figuran 
“sin dato” en las publicaciones oficiales del Ministerio de Economía, sin una clara 
justificación de ello, a lo que se suma toda una serie de beneficios impositivos que 
no se consideran conceptualmente gastos tributarios3 y que llevan a subestimar 
considerablemente el peso de este tipo de políticas.

Es correcto aclarar que, en los últimos dos años, se generaron ciertos avances por 
parte del Ministerio de Economía (MEC). El 15 de septiembre del 2023, por segundo 
año consecutivo, el MEC incluyó en el proyecto de presupuesto 2024, una separata 
en la que propone a las y los Legisladores la revisión de ciertos gastos tributarios y 
de otros beneficios impositivos, mediante el análisis de medidas legislativas que 
permitan un resultado primario superavitario del orden de 1% del PIB. 

3. Por ejemplo, se excluyen las deducciones más importantes del impuesto a las ganancias, tales como el mínimo no imponi-
ble, las deducciones especiales por trabajo personal, cargas de familia, aportes a obras sociales, planes privados de salud, 
gastos educativos de instituciones privadas y donaciones, entre otros. Tampoco se tienen en cuenta los diferimientos ni la 
amortización acelerada en el impuesto a las ganancias ni la devolución anticipada de créditos fiscales, ni alícuotas diferencia-
das como aquellas que se aplican a los American Depositary Receipt.

En este sentido, la separata4 detalla un listado de gastos tributarios cuyo costo esti-
mado para 2024 es del 2,34% del PIB (Tablas 1 y 2), además de otros beneficios fis-
cales que, aunque no se contabilizan como gastos tributarios, representan un 2,38% 
del PIB5. En conjunto, estos elementos suman un 4,72% del PIB. En Argentina, las 
pérdidas provocadas por estas políticas han variado a lo largo de los años.En el año 
2001, los gastos tributarios alcanzaron su punto máximo histórico, representando el 
3,53% del PIB5 (Tabla 3). Le siguió el año 2016, con un porcentaje cercano del 3,31% 
del PIB, y en 2023 se registró un mínimo histórico de 2,55% del PIB.
(Gráfico 1). 

La separata sugiere una revisión de algunos de estos aspectos debido a su notable 
impacto negativo en la sostenibilidad de las cuentas públicas, como las exenciones 
en el impuesto a los bienes personales de los inmuebles rurales y a los depósitos en 
entidades financieras; la exención de ganancias a magistrados/as y funcionarios/as 
de los Poderes Judiciales y la alícuota reducida para la renta financiera que actual-
mente tienen los American Depositary Receipt (ADR); y el régimen de promoción de 
Tierra del Fuego.
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4. Disponible en:  https://www.economia.gob.ar/onp/documentos/presutexto/proy2024/mensaje/mensaje2024.pdf 

5. Entre estos beneficios impositivos se incluyen: la exención de inmuebles rurales en el Impuesto sobre los Bienes 
Personales, la dispensa del Impuesto al Valor Agregado que recae sobre los honorarios de los Directores de Sociedades, la re-
ducción en la alicuota de Impuesto a las Ganancias que tributan las ADR, entre otras. 
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Gastos tributarios como porcentaje del PIB 2001-2024�

Fuente: Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía.
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Régimen de promoción de la 

Economía del Conocimiento15

Régimen de Promoción 

de la Industria Naval Argentina16

Régimen para la producción y 

uso sustentable de los biocombustibles17

Régimen de fomento del uso de 

fuentes renovables de energía18

Régimen para el fortalecimiento de 

la micro, pequeña y mediana empresa19

Régimen autopartismo argentino20

Régimen de apoyo al capital  emprendedor21

Régimen de fomento a la generación

distribuida de energía renovable 

integrada a la red eléctrica pública22

TOTAL DE GASTOS TRIBUTARIOS
(sólo los regímenes de promoción)

521.768,4

10.071,4

49.222

1.122,8

2.390,0

-

76.886

222

30.095,2 

17.861,6

343.026,8

24.092,4

82,5

139,1

1.179.129,5

0,30

0,O1

0,03

0,00

0,00

0,00

0,04

0,00

0,02

0,01

0,2

0,01

0,00

0,00

0,68

0,33

0,00

0,03

0,00

0,00

0,00

0,04

0,00

0,01

0,01

0,15

0,01

0,00

0,00

0,61

1.145.844,6

14.543,5

99.727,3

4.500

6.640,0 

-

137.225

439,2

45.545,6

48.259,2

524.086,2

29.025,9

167,2

197,6

2.148.910,6

Millones 
de Pesos

%
del PBI

Millones 
de Pesos

%
del PBI
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Impuesto

Impuesto a las Ganancias24 - 

por ejemplo: ADR (alícuota 7%), 

o plataformas digitales sin

establecimiento en el país (exención)

Impuesto al Valor Agregado (IVA)25 - 

por ejemplo, exención a la locación de 

inmuebles rurales y a honorarios al 

directorio

Bienes Personales26 - 

por ejemplo, exención a locación de 

inmuebles rurales

Contribuciones Patronales27

Comercio Exterior (reintegros)

Otros

TOTAL DE OTROS BENEFICIOS

1.373.844

2.642.007

1.690.885

669.308

1.409.070

598.855,0

8.383.969,0

0,39

0,75

0,48

0,19

0,40

0,17

2,38

6. Decretos Nros. 2.054/92, 804/96, 1.553/98 y 2.334/06
7. Ley N° 22.021 y Decreto N° 135/06.
8. Ley N° 24.196 
9. Ley N° 19.640.
10. Decreto 379/01.
11. Ley N° 24.467.
12. Ley 23.877.
13. Ley 22.317.
14. Ley N° 25.080

15. Ley 27.506.
16. Ley 27.418.
17. Leyes Nros. 26.093 y 26.334. Bioetanol.
18. Leyes Nros 26.190 y 27.191.
19. Ley N° 27.264.
20. Ley N° 27.263.
21. Ley 27.349.
22. Ley N° 27.424 Art. 28.

Otros Beneficios no incluidos en Gastos Tributarios23

TABL A 3

Millones 
de Pesos

%
del PBI

GASTOS TRIBUTARIOS TR ANSPARENTES Y EQUITATIVOS

12

2024



No obstante lo dicho, no contamos aún con información sobre las pérdidas efecti-
vas que generan los gastos tributarios. Por el contrario, el contenido sigue siendo 
un conjunto de estimaciones, que miden aproximadamente la pérdida de ingresos. 
Conjuntamente, hay aspectos que aún quedan pendientes de mejorar en pos de 
poder conocer cabalmente el costo fiscal de los gastos tributarios. Además de que-
darse en estimaciones, los documentos que se publican, no incorporan pautas ni 
evidencia sobre la existencia de mecanismos de control de los efectos de los regí-
menes de promoción (tales como el cumplimiento efectivo de las inversiones, su 
distribución sectorial y regional, etc.), ni prueban haber verificado el cumplimiento 
de las metas fijadas al aprobar los proyectos.

En Argentina, estos gastos, no solo presentan subestimaciones en las cifras oficia-
les, sino que también enfrentan déficits fundamentales relacionados con la falta de 
transparencia en su creación y tratamiento. De acuerdo con instituciones interna-
cionales como el Fondo Monetario Internacional (FMI) o la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), los criterios para la concesión de 
este tipo de incentivos deberían estar claramente definidos, y garantizar la transpa-
rencia y la rendición de cuentas28. Sin embargo, la inclusión de nuevos gastos tribu-
tarios o la renovación de los existentes no se somete a debates abiertos e informa-
dos que evalúen la necesidad y oportunidad de dichas medidas. Esto conduce a una 
falta casi total de justificación para la implementación de regímenes que otorgan 
beneficios fiscales, sin un previo, genuino y fundamentado diálogo. 

GASTOS TRIBUTARIOS TR ANSPARENTES Y EQUITATIVOS
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23. En este cuadro se identifican beneficios impositivos que tienen un impacto presupuestario negativo por causar una merma 
de recaudación de carácter permanente. Las estimaciones están realizadas para 2024.

24. Incluye ADR, dividendos, plataformas digitales sin establecimiento en el país, no diferimiento del ajuste por inflación im-
positivo, ganadería, y renta de fuente extranjera por compra venta de titulos y acciones.

25.Incluye exención a la locación de inmuebles rurales, reintegro IVA a exportadores, diferimiento de IVA de 60 días para las 
MIPYME y honorarios a los directorios (exentos en el impuesto).

 26. Incluye exención inmuebles rurales y responsable sustituto (bienes y participaciones).

27. Incluye detracciones del artículo N° 22 de la Ley 27.541

28. Véase en: https://www.oecd.org/ctp/tax-global/transparency-and-governance-principles.pdf 



Además, los funcionarios públicos suelen carecer de información pertinente y sufi-
cientemente detallada para respaldar sus decisiones y actuar de manera racional al 
elegir entre las diversas opciones disponibles para alcanzar los objetivos de estas 
políticas públicas (González Cano & Simonit, 1999).
 
La opacidad de los procesos de incorporación de nuevos gastos tributarios se ve 
agravada por la ausencia de un sistema eficaz de rendición de cuentas y la falta de 
plazos de vencimiento adecuados. Tanto la CEPAL como Oxfam International han 
recomendado que las normas que regulen los incentivos fiscales cuenten con una 
cláusula de expiración o una fecha de vencimiento para revisarlos y, en su caso, re-
novarlos y discutir su aprobación como parte de las deliberaciones presupuestales 
anuales, con mecanismos de participación ciudadana (CEPAL, Oxfam, 2019). 

En muchas ocasiones, cuando se establecen plazos de caducidad, estos resultan 
ser excesivamente prolongados, lo que dificulta la evaluación oportuna de su idonei-
dad y de su impacto. A diferencia de los programas de gasto público, que suelen ser 
revisados anualmente y requieren la aprobación del Congreso, los gastos tributarios 
a menudo pasan desapercibidos, sin una evaluación sistemática de sus costos fis-
cales y extrafiscales. 

Es decir que, mientras que un programa de gastos directos, como el presupuesto 
destinado a una política educativa, sanitaria o de protección social, cuenta con 
metas físicas e indicadores de resultados, es revisado anualmente por los organis-
mos que los administran, es analizado por el Congreso en la fase de aprobación de 
la ley presupuesto y es pasible de ser auditado, los gastos tributarios permanecen a 
lo largo del tiempo sin que su impacto sea monitoreado expresamente (González 
Cano & Simonit, 1999; Martin, 2006; Villela, Lemgruber & Joratt, 2008).
  
Como resultado, la falta de un debate informado y robusto permite que las élites po-
líticas y económicas tengan mayor influencia en la toma de decisiones de los gobier-
nos, maximizando así sus privilegios fiscales por encima de los derechos y benefi-
cios de las mayorías (OXFAM, 2018). En el informe “Democracias capturadas: el go-
bierno de unos pocos”, OXFAM analiza algunos de los mecanismos con los que las 
élites en América Latina ejercen esta influencia sobre los Estados, tales como la 
puerta giratoria, el lobby, el financiamiento partidario, el pago de sobornos y el uso 
de campañas mediáticas con información manipulada.

15
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Adicionalmente, ese ambiente de opacidad ha llevado a que estos gastos tributarios 
sean un terreno propicio para la evasión y la corrupción en Argentina (CEPAL, 
2019). Además, estos beneficios fiscales han tenido un impacto negativo en la igual-
dad, ya que mayoritariamente han beneficiado a sectores con altos ingresos y han 
forzado la compensación de los gastos tributarios a través de impuestos regresivos 
(Martin, 2006; CEPAL, 2019).

A las condiciones de opacidad previamente mencionadas se suma la aplicación ex-
tensiva del instituto del secreto fiscal por parte de la Administración Federal de In-
gresos Públicos (AFIP). Existen órdenes judiciales y resoluciones de la Agencia de 
Acceso a la Información Pública (AAIP) - autoridad de aplicación de la ley nacional 
de acceso a la información pública - que instan a la AFIP a entregar información 
sobre beneficiarios de gastos tributarios. La AAIP fundamenta esta exigencia sobre 
la base de que las exenciones consisten en una transferencia de recursos estatales 
de evidente interés público, que debe primar frente a la expectativa del particular. 

En la Resolución 119/2019, la AAIP entendió a las exenciones y deducciones imposi-
tivas como “beneficios que imparte el Estado para promover determinada política 
pública y que consisten en una transferencia de recursos. En consecuencia, quienes 
reciben ese trato tributario diferencial –ya sean personas humanas o jurídicas, pú-
blicas o privadas– deben ser calificados como beneficiarios en los términos del ar-
tículo 32, inc. f), de la Ley Nº 27.275”29. 

En la misma resolución, la autoridad recordó que existe un mandato general de dar 
especial protección a la libre circulación de información de interés público, y que la 
expectativa de privacidad de los datos personales cede ante la existencia de obliga-
ciones de transparencia activa previstas en el artículo 32, inciso f), de la Ley Nº 
27.275. Estas imponen al organismo dar a conocer abiertamente la gestión de sus 
recursos públicos (conf. criterio ya expresado en Resoluciones AAIP Nº 6 del 16 de 
enero de 2019 y Nº 72 del 9 de mayo de 2019).

Adicionalmente, investigaciones académicas y resoluciones administrativas y judi-
ciales han demostrado que la regulación del secreto fiscal no contempla adecuada-
mente las implicancias del derecho humano de acceso a la información pública y 
que debe ser reformada en miras a regular un secreto fiscal más democrático30.

29.  RESOL-2019-119-APN-AAIP, RESOL-2019-6-APN-AAIP y RESOL-2019-72-APN-AAIP. CAF 40994/2019 “ACIJ c/ EN-AFIP s/ 
amparo ley 16.986” y 46352/2019 “ACIJ c/ EN-AFIP s/ amparo ley 16.986.

30.  RESOL-2019-119-APN-AAIP, RESOL-2019-6-APN-AAIP y RESOL-2019-72-APN-AAIP. CAF 40994/2019 “ACIJ c/ EN-AFIP s/ 
amparo ley 16.986” y 46352/2019 “ACIJ c/ EN-AFIP s/ amparo ley 16.986”. Ver también O'Donnell 2022, Marano 2023, 
Principios de Derechos Humanos en la Política Fiscal.
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No obstante, la AFIP niega el acceso a los datos sobre beneficiarios de gastos tribu-
tarios argumentando que se trata de información patrimonial cuya publicación vul-
neraría  la privacidad del contribuyente y enfatiza en la supuesta función del secreto 
fiscal para incentivar el cumplimiento de las obligaciones tributarias. Sin embargo, 
este instituto no exime a la AFIP de entregar cualquier tipo de información que se en-
cuentre en su poder, y –en particular– de ninguna manera alcanza a la información 
relativa a actos del propio Estado que se vinculan con la gestión de los recursos pú-
blicos. Este comportamiento por parte de la AFIP perpetúa el carácter secreto de 
esta información ante la ciudadanía.
 
En este sentido, el Principio de Derechos Humanos en la Política Fiscal número 7 re-
salta que la política fiscal debe ser transparente, participativa y sujeta a rendición de 
cuentas, y que las personas tienen derecho a la información fiscal. En función de 
este principio, los Estados deberían armonizar la regulación del secreto fiscal con 
el derecho humano de acceder a información pública y dar la interpretación más 
restringida posible al secreto fiscal. El secreto fiscal no debería utilizarse como ba-
rrera para utilizar la información declarada ante las autoridades tributarias para la 
elaboración de estadísticas, ni para publicar informes de dichas autoridades de 
forma regular, puntual y accesible, ni para dar publicidad de microdatos anónimos 
detallados por nivel socioeconómico, deciles de ingreso, residencia, sexo o sector 
de empleo de los y las contribuyentes, entre otros factores. 

Por último, mientras que el gasto público directo cuenta con normas de rango cons-
titucional y legal31 que establecen los procedimientos para su creación, ejecución y 
control, los gastos tributarios carecen de una pauta legal que establezca procedi-
mientos para su sanción, implementación y, menos aún, control posterior.
Saldar estas falencias en el tratamiento de los gastos tributarios es fundamental 
para cumplir con los compromisos de derechos humanos asumidos por la Argenti-
na. El sistema fiscal debe ser socialmente justo, lo que implica que sea equitativo, al 
tiempo que debe permitir contar con mecanismos eficientes para controlar la crea-
ción y mantenimiento de gastos tributarios, así como también la evasión y la fuga de 
capitales, y financiar los bienes y servicios públicos necesarios, que sean suficien-
tes, accesibles y de calidad (Corti, 2019). Sin reformas sustanciales, Argentina se-
guirá desaprovechando el potencial igualador que podría ofrecer una política fiscal 
más efectiva.

17

31. Artículos 4, 39, 75 incisos 8 y 9, 99 inciso 10, 100 incisos 7 y 10 , 114 inc. 3 de la Constitución Nacional.
Ley 24.156 de administración financiera y su decreto reglamentario 1344/2007.
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III. Cúanto nos cuestan los gastos tributarios

Tal como adelantamos, los gastos tributarios representan una considerable cifra 
que el Estado deja de percibir. No obstante, es importante señalar que su existencia 
no los hace intrínsecamente perjudiciales; de hecho, numerosos países en todo el 
mundo los implementan por una variedad de razones. En muchas ocasiones, se 
busca atraer inversiones o dirigir la inversión hacia sectores específicos de acuerdo 
con las preferencias gubernamentales, ya sea en términos de ubicación geográfica 
o de actividades consideradas estratégicas. Los países latinoamericanos, por ejem-
plo, suelen emplear estrategias como la reducción de impuestos a las ganancias, 
aranceles de importación y exenciones de IVA para estimular la inversión (Agostini 
y Jorrat, 2017).

Existe evidencia empírica concluyente sobre los efectos positivos de la inversión en 
el empleo, la productividad y el crecimiento económico inclusivo. Dicho esto, los be-
neficios de la inversión no deben ser automáticos: la evaluación previa, el diseño 
eficaz y eficiente y la rendición de cuentas es fundamental. Los gastos tributarios 
cuyos costos reales permanecen ocultos y que no cumplen sus objetivos declara-
dos son perjudiciales en términos fiscales porque impiden a los gobiernos gastar en 
otras políticas más relevantes y socavan la legitimidad del sistema fiscal en general.

Sin embargo, y como adelantamos, el tratamiento de los gastos tributarios en Ar-
gentina hasta ahora no está alineado con ese objetivo. Dado que este trabajo se pro-
pone constituir una contribución sustancial para el entendimiento de la dinámica de 
estos gastos en nuestro país, compartiremos algunas cifras y casos que proporcio-
nan una perspectiva más clara sobre la magnitud que representan y el costo asocia-
do a los gastos tributarios.

En el período comprendido entre 2001 y 2023, Argentina experimentó una pérdida 
anual de ingresos equivalente al 2,94% del PIB en concepto de gastos tributarios, 
de los cuales el 2,31% se atribuye a normas impositivas y el 0,61% a regímenes de 
promoción económica. En términos comparativos, estos gastos indirectos repre-
sentan el 16% de los ingresos totales y el 14,5% del gasto del Sector Público Nacio-
nal durante el periodo de 2004 a 2022. 

Para poner en perspectiva esta cifra, es importante señalar que el gasto tributario 
vinculado a los regímenes de promoción entre 2004 y 2022 se equipara anualmente 
al presupuesto destinado a Promoción y Asistencia Social. De manera similar, en 
ese mismo periodo, el monto destinado a Servicio de la Deuda coincide con lo que el 
Estado dejó de percibir por normas impositivas. 

31. Artículos 4, 39, 75 incisos 8 y 9, 99 inciso 10, 100 incisos 7 y 10 , 114 inc. 3 de la Constitución Nacional.
Ley 24.156 de administración financiera y su decreto reglamentario 1344/2007.
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Impuestos 
sobre los 

combustibles
0,26%

Impuesto al Valor Agregado
1,18%

Impuesto 
a las Ganancias

0,27%

Tierra
del Fuego

0,35%

Fortalecimiento 
MiPyME

0,15%

Contribuciones 
a la Seguridad 

Social
0,07%

Internos 0%

BBPP 0,02%

Cheque 0%

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Ministerio de Economía

Al examinar los distintos beneficios impositivos, independientemente de sus objeti-
vos y de la cantidad de actores beneficiados, se observa que estos alcanzan sumas 
significativas. Por ejemplo, el régimen de promoción económica de Tierra del Fuego 
resulta en una pérdida anual para el Estado que es un 15% mayor que el gasto desti-
nado a Vivienda y Urbanismo. Asimismo, la exención del impuesto a las ganancias 
para los ingresos de magistrados y funcionarios del Poder Judicial equivale al gasto 
total del Poder Legislativo (Gráfico 2). 

GR ÁFICO 2

Gastos tributarios de 2023 en porcentaje del PIB.

NORMAS IMPOSITIVAS 1,81%
RÉGIMEN DE PROMOCIÓN

ECONÓMICA 0,68%

Promoción Minera 0,04%

Economía del Conocimiento 0,04%
Biocombustibles 0,03%

Promoción  Industrial 0,02%

Reintegro a las Ventas de Bienes 
de Capital de Fabricación Nacional 0,01%
Fuentes Renovables de Energía 0,01
Autopartismo Arg 0,01%

Sociedades de Garantía Recíproca. 0,02%
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Ya apartados de los números, un caso que vislumbra las falencias de la regulación 
de los gastos tributarios en Argentina es el del Régimen de Promoción de la Econo-
mía del Conocimiento, reglamentado a través de la Resolución General Nº 
5325/2023 de AFIP.  La Ley de Economía del Conocimiento (LEC), sancionada en 
2020, amplió el abanico de actividades contempladas en el régimen de promoción 
anterior, vigente desde 2004. 

El  problema, tal como indica el Observatorio del Trabajo Informático (OTI) en su úl-
timo informe anual, es que el nuevo régimen de promoción alcanza a empresas muy 
grandes que acaparan la mayor parte de los privilegios, mutando así a un verdadero 
régimen de concentración. Sólo unas 400 empresas reciben los beneficios de la 
LEC, algo que es completamente injusto con las PyMes nacionales, a las que en prin-
cipio el régimen buscaba favorecer. Además, de esas 400, sólo un puñado concen-
tra la mitad de todos los beneficios y tienen su residencia fiscal en guaridas fiscales. 
Tal como surge del informe del OTI, Mercado Libre, Globant, Accenture y Red Link 
fueron las principales beneficiarias del régimen previo: hasta 2019 recibieron el 
45,9% de todos los beneficios y sólo Mercado Libre se llevó aproximadamente el 
20% de esos recursos. Pero entre la entrada en vigencia de la LEC en 2021 y octubre 
de 2022, los beneficios subieron a $42.088.815.307, a lo que se suman los $25.600 
millones en concepto de bono de crédito fiscal que el MEC entregó en agosto.

A este problema de concentración del régimen, se le suma la dificultad de acceso a 
la información que adelantamos algunos párrafos atrás: cuánto reciben en detalle 
cada una de las empresas en exenciones y subsidios es una información que aún 
permanece desconocida, a pesar de los pedidos y reclamos presentados ante los or-
ganismos del Estado correspondiente. No conocer los montos de los enormes be-
neficios que reciben estas empresas es inaceptable e impide la posibilidad de ejer-
cer el control ciudadano en la gestión de los recursos públicos. Es útil recordar que, 
desde diciembre de 2020 las retenciones que pagaba el sector bajaron a 0%, convir-
tiéndose así en el único complejo exportador - que se encuentra tercero en el ran-
king de grandes exportadores nacionales- en no pagar ninguna clase de derecho de 
exportación. Según cálculos oficiales, en 2022 las exportaciones en servicios basa-
dos en el conocimiento representaron unos US$ 7.565 millones. De este modo, el 
sector dejó de tributar al fisco, algo que venía haciendo desde septiembre de 2018.

GASTOS TRIBUTARIOS TR ANSPARENTES Y EQUITATIVOS
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Es esencial que los gastos tributarios sean transparentes, estén debidamente fun-
damentados y no contribuyan a intensificar las desigualdades que el Estado se com-
prometió a disminuir al ratificar tratados internacionales de derechos humanos. 
Para eso, es fundamental conocer el valor de los gastos tributarios, sus beneficia-
rios y su impacto en la distribución de ingresos y riqueza, para distinguir cuáles me-
rece la pena mantener y cuáles no (IBP, 2019).
 
Resulta evidente que Argentina está distante de satisfacer estos criterios, y para 
avanzar en la dirección correcta, es imperativo emprender una serie de reformas 
que aborden las deficiencias previamente mencionadas. En esta línea, el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas ha instado a 
Argentina a fortalecer la capacidad redistributiva de su sistema fiscal a través de la 
revisión de las exenciones fiscales otorgadas a los sectores de altos ingresos y a lle-
var a cabo evaluaciones de los gastos tributarios existentes con el fin de identificar 
aquellos que deberían ser eliminados (CDESC, 2018).

Para abordar estos desafíos, es fundamental contar con información adecuada y 
transparente que permita analizar los gastos tributarios, tanto nuevos como ya exis-
tentes. Ello implica la producción y el acceso a información completa, detallada y de 
calidad que permita evaluar los gastos tributarios y hacerlo con una periodicidad ra-
zonable, incorporando su debate con mayor visibilidad al proceso presupuestario 
ordinario y sujetándolos a procesos de aprobación transparentes y participativos.  
Es necesario cumplir con la publicación de todos los tratos fiscales diferenciados, 
incluyendo gastos tributarios y condonaciones, asegurando la disponibilidad de in-
formación sobre su fecha de vigencia, evaluaciones y razonabilidad, así como las 
personas beneficiarias. Sin esta información, no es posible un control adecuado del 
sistema tributario y sus exenciones. Esta información debe estar disponible en for-
mato de datos abiertos y de manera accesible.

Si bien es innegable que la separata enviada por el Ministerio de Economía al Con-
greso significa un avance en lo que respecta al tratamiento de gastos tributarios, 
hay mucho camino restante por recorrer. En la medida en que los gastos tributarios 
son un sustituto de los programas de gastos directos32 deberían sujetarse a las mis-
mas normas de control presupuestario que estos últimos. Desde ese punto de vista, 
los gastos tributarios deberían presentarse “frente a frente” con los gastos directos, 
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32. Como se indicó en la introducción, la Dirección Nacional de Investigaciones y Análisis Fiscal define a los gastos tributarios 
como transferencias de recursos públicos implementadas “en lugar de un gasto directo”. Ver: Dirección Nacional de 
Investigación y Análisis Fiscal. Estimación de los Gastos Tributarios para los años 2018 a 2020.  

IV. Cómo deberían ser los gastos tributarios
desde una perspectiva de derechos humanos
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ambos clasificados por funciones presupuestarias y para el mismo periodo de años, 
de manera que no sólo se posibilite sino que se induzca una adecuada comparación   
entre los programas de gasto tributario y gasto directo que persiguen los mismos 
objetivos. Idealmente, esta visión “frente a frente” debería facilitar la toma de deci-
siones para permitir, por ejemplo, el reemplazo de un gasto tributario por un progra-
ma de gasto directo, o a la inversa (Villela, Lemgruber y Joratt, 2008).

Para mejorar la rendición de cuentas, se deberían establecer normas que definan 
los contenidos mínimos de las evaluaciones de los gastos tributarios, con objetivos 
medibles y claros indicadores de eficiencia y efectividad, fechas de comienzo y ca-
ducidad, y limitaciones a la incorporación de nuevos gastos tributarios. Además, es 
esencial contemplar la redistribución del ingreso, el impacto en la igualdad de géne-
ro y la justicia por área geográfica o sector económico en las evaluaciones. Estos in-
formes y evaluaciones deben ser periódicos y accesibles para la sociedad civil.

Asimismo, para lograr mejoras reales y sustanciales en el terreno de la información 
y la rendición de cuentas sobre gastos tributarios, es fundamental lograr una aplica-
ción más democrática del secreto fiscal, que respete la intimidad de las personas, 
pero al mismo tiempo permita a la ciudadanía acceder a la información necesaria 
para controlar la gestión de los recursos públicos (O'Donnell, 2022 y Principios, 
2021). Tal como se adelantó, las exenciones o deducciones impositivas otorgadas 
por el Estado son beneficios sujetos a obligaciones de transparencia activa dado 
que representan una transferencia de recursos públicos. Es esencial reformar el se-
creto fiscal en favor de la divulgación proactiva de esta información.

Además de las demandas relacionadas con la transparencia de la información y el 
secreto fiscal, es esencial poner el foco en los gastos tributarios que han estado vi-
gentes durante muchos años y que, al no contar con un período de revisión específi-
co, han permanecido sin evaluación desde su implementación. Este enfoque resulta 
fundamental para poder discernir cuáles de estos gastos tributarios siguen siendo 
efectivos y cuáles han perdido su capacidad para cumplir los objetivos originales 
que llevaron a su creación. 

Otro aspecto importante a considerar en el marco de reformas necesarias para me-
jorar el manejo de los gastos tributarios en Argentina es la participación pública. La 
participación directa de la ciudadanía en las políticas fiscales ha sido reconocida 
como un derecho civil en los Principios de Alto Nivel de Transparencia Fiscal, Parti-
cipación y Rendición de Cuentas, promulgados por la Iniciativa Global para la Trans-
parencia Fiscal (GIFT por sus siglas en inglés) y respaldados por la Asamblea Gene-
ral de las Naciones Unidas en la Resolución 67/218, del año 2012. Allí se  establece 

Es esencial que los gastos tributarios sean transparentes, estén debidamente fun-
damentados y no contribuyan a intensificar las desigualdades que el Estado se com-
prometió a disminuir al ratificar tratados internacionales de derechos humanos. 
Para eso, es fundamental conocer el valor de los gastos tributarios, sus beneficia-
rios y su impacto en la distribución de ingresos y riqueza, para distinguir cuáles me-
rece la pena mantener y cuáles no (IBP, 2019).
 
Resulta evidente que Argentina está distante de satisfacer estos criterios, y para 
avanzar en la dirección correcta, es imperativo emprender una serie de reformas 
que aborden las deficiencias previamente mencionadas. En esta línea, el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas ha instado a 
Argentina a fortalecer la capacidad redistributiva de su sistema fiscal a través de la 
revisión de las exenciones fiscales otorgadas a los sectores de altos ingresos y a lle-
var a cabo evaluaciones de los gastos tributarios existentes con el fin de identificar 
aquellos que deberían ser eliminados (CDESC, 2018).

Para abordar estos desafíos, es fundamental contar con información adecuada y 
transparente que permita analizar los gastos tributarios, tanto nuevos como ya exis-
tentes. Ello implica la producción y el acceso a información completa, detallada y de 
calidad que permita evaluar los gastos tributarios y hacerlo con una periodicidad ra-
zonable, incorporando su debate con mayor visibilidad al proceso presupuestario 
ordinario y sujetándolos a procesos de aprobación transparentes y participativos.  
Es necesario cumplir con la publicación de todos los tratos fiscales diferenciados, 
incluyendo gastos tributarios y condonaciones, asegurando la disponibilidad de in-
formación sobre su fecha de vigencia, evaluaciones y razonabilidad, así como las 
personas beneficiarias. Sin esta información, no es posible un control adecuado del 
sistema tributario y sus exenciones. Esta información debe estar disponible en for-
mato de datos abiertos y de manera accesible.

Si bien es innegable que la separata enviada por el Ministerio de Economía al Con-
greso significa un avance en lo que respecta al tratamiento de gastos tributarios, 
hay mucho camino restante por recorrer. En la medida en que los gastos tributarios 
son un sustituto de los programas de gastos directos32 deberían sujetarse a las mis-
mas normas de control presupuestario que estos últimos. Desde ese punto de vista, 
los gastos tributarios deberían presentarse “frente a frente” con los gastos directos, 

32. Como se indicó en la introducción, la Dirección Nacional de Investigaciones y Análisis Fiscal define a los gastos tributarios 
como transferencias de recursos públicos implementadas “en lugar de un gasto directo”. Ver: Dirección Nacional de 
Investigación y Análisis Fiscal. Estimación de los Gastos Tributarios para los años 2018 a 2020.  
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que la ciudadanía tiene derecho a participar en forma directa en el debate y la discu-
sión pública sobre el diseño y la implementación de políticas fiscales. 

Más recientemente, en el año 2021, se publicaron los Principios de Derechos Huma-
nos en la Política Fiscal (Principios). Estos principios se basan en la premisa de que 
los derechos humanos son completamente aplicables a las políticas fiscales y 
deben ser implementados en todo el ciclo de políticas, desde la elaboración de pre-
supuestos y códigos tributarios hasta la asignación de gastos y la supervisión y eva-
luación de sus consecuencias. Delinean una serie de garantías procedimentales 
que deben respetarse en los procesos de toma de decisiones en materia fiscal, de 
modo de garantizar diálogos genuinos con participación significativa y escrutinio 
de la población, mediante la realización de consultas e instancias de participación 
que incluyan a las comunidades interesadas y potencialmente afectadas por esas 
decisiones. 

En concordancia con lo anterior, es esencial abordar los gastos tributarios desde 
una perspectiva de derechos humanos y con enfoque de género a fin de garantizar 
que contribuyan efectivamente a la igualdad de oportunidades y no profundicen in-
equidades. Este documento resalta la importancia de introducir reformas legislati-
vas que regulen los gastos tributarios de acuerdo con los estándares constitucio-
nales y de derechos humanos. Sin este enfoque, existe el riesgo de permitir privile-
gios oscuros y arbitrarios que favorecen a unos pocos en detrimento de las mayo-
rías, lo que podría socavar la capacidad del Estado para asegurar la realización de 
los derechos fundamentales.

GASTOS TRIBUTARIOS TR ANSPARENTES Y EQUITATIVOS

22



Con el objetivo de contribuir a la mejora de este proceso, se propone un conjunto de 
reformas dirigidas a ciertos preceptos de la Ley Nacional de Procedimiento Tributa-
rio N° 11.683. Dado que nuestro país carece de un código tributario consolidado y las 
diversas categorías impositivas se rigen por leyes especiales sujetas a modificacio-
nes frecuentes, esta ley se presenta como el marco más idóneo para contemplar 
estas modificaciones.

Es importante resaltar que la Ley 11.683, que es la ley de procedimiento tributario 
nacional, vigente desde el año 1933, regula todos los impuestos nacionales y esta-
blece garantías para los contribuyentes, incluyendo el instituto del secreto fiscal. 
Por lo tanto, en vista de la materia que aborda y su alcance, esta ley resulta apropia-
da para establecer las pautas que deben regir en el ámbito de los gastos tributarios.
En primer lugar, se propone la incorporación de un nuevo artículo, el 112 bis. Este ar-
tículo tiene como objetivo consolidar un conjunto de buenas prácticas que aborden 
cuestiones relativas a la motivación para la creación, la implementación, el control, 
la evaluación, la revisión y eventual derogación de beneficios fiscales. La inclusión 
de este artículo es fundamental para abordar las problemáticas previamente ex-
puestas y regular adecuadamente los procedimientos relacionados con los gastos 
tributarios.

En segundo lugar, se plantean diversas modificaciones al artículo 101 actual de la 
Ley 11.683, que regula el secreto fiscal. La modificación principal busca eliminar la 
confidencialidad en los casos en los que los contribuyentes sean beneficiarios de 
gastos tributarios, exoneraciones, incentivos, beneficios u otros tratamientos fisca-
les diferenciados. Estas enmiendas se fundamentan en los principios de transpa-
rencia y acceso a la información, que se establecen como directrices clave en esta 
revisión normativa.

PROPUESTAS
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Artículo 112 bis:                                                        
Lineamientos que deben regir los gastos tributarios

Artículo 112 bis: "Régimen Aplicable a Tratos Diferenciales en los Gravámenes" La 
promulgación de normas legales que contengan gastos tributarios (exoneracio-nes, 
incentivos, beneficios o cualquier otro tratamiento impositivo diferencial) se 
sujetarán a las siguientes reglas:

a) Deberá encontrarse sustentada en un “Informe de Motivos” que contenga:

i) los objetivos, los alcances concretos y los sujetos beneficiarios de la propuesta,
ii) análisis cuantitativo del costo fiscal efectivo de la medida, especificando el ingre-
so alternativo respecto de los ingresos que se dejarán de percibir,
iii) el sustento que demuestre que la medida adoptada resulta más eficaz y eficiente
respecto a otras opciones de política de gasto público considerando los objetivos
propuestos,
iv) la evaluación de que no se generen condiciones de competencia desiguales o re-
percusiones negativas en relación con la equidad horizontal respecto a los contribu-
yentes no beneficiados,
v) el análisis de sus impactos en la promoción de la igualdad socioeconómica y de
género y en las condiciones socioambientales del sector, la región o el territorio,
vi) la/s Autoridad/es de Aplicación que estará/n a cargo del monitoreo de los avan-
ces de la medida,
vii) los indicadores y/o aspectos que se emplearán como línea de base para el moni-
toreo que estará a cargo de la Autoridad de Aplicación determinada en consonancia
con el inciso anterior; entre estos indicadores deben contemplarse aquellos que
permitan medir resultados en términos socioambientales y de género,
viii) su plazo de vigencia, teniendo en cuenta que, para los regímenes de promoción
el plazo no podrá exceder de tres (3) años, entendiéndose otorgado por un plazo
máximo de tres (3) años aquella medida que no indique un plazo de vigencia concre-
to. En el caso de los tratamientos diferenciales regulados a través de las ley del im-
puesto, no aplicará el máximo de (3) años de vigencia, quedando sí sujeto a una ins-
tancia de evaluación por parte de la Autoridad de Aplicación en caso de exceder
dicha duración cada (1) año.
Estos requisitos son de carácter concurrente. El cumplimiento de lo señalado en
este inciso constituye condición esencial para la evaluación y aprobación de pro-
puestas de gastos tributarios.

b) Las Autoridades de Aplicación tendrán que presentar anualmente al Congreso y
publicar en su página web, una evaluación (“Evaluación Anual”) de todas las exone-
raciones, incentivos, beneficios y/o cualquier otro tratamiento impositivo diferen-

cial a su cargo, las cuales deberán abordar el desarrollo de los aspectos incluidos en 
el “Informe de Motivos”, a saber, evaluación de:

i. la eficacia y eficiencia de la medida respecto del logro del/los objetivo/s busca-
do/s y sus alcances (informar si los beneficios llegan al público objetivo y cuantificar
dichos alcances),
ii. el costo fiscal efectivo de la medida, especificando el ingreso alternativo respecto 
de los ingresos que se dejaron de percibir en el período transcurrido desde la entrada 
en vigencia,
iii. la alineación de la medida con la política pública que la sustenta,
iv. si se generan condiciones de competencia desiguales o repercusiones negativas 
en relación con la equidad horizontal respecto a los contribuyentes no beneficiados,
v. su impacto en la promoción de la igualdad socioeconómica y de género y en las 
condiciones socioambientales del sector, la región o el territorio,
vi. si se generaron condiciones de competencia desiguales respecto a los contribu-
yentes no beneficiados, 
vii. los factores y/o aspectos particulares dispuestos conforme el “inciso a.vi)” del
presente artículo,
viii. el plazo de vigencia de la medida, en especial, en aquellos casos en que el térmi-
no de duración esté llegando a su fin y se considere oportuna la extensión de dicha 
duración,
ix. si promueve el desarrollo del sector, la región o el territorio a través de:
1. la creación de empleos directos e indirectos,
2. las condiciones laborales de los empleos creados,
3. la promoción de la igualdad socioeconómica y de género,
4. el aumento de las capacidades productivas del sector,
5. el aumento de las inversiones en la región, sector o territorio,
6. otros aspectos debidamente justificados.
x. las fuentes de información usadas para abarcar los datos de los incisos anteriores.
Esta disposición se aplicará tanto a los tratamientos existentes como a los que se 
creen en el futuro, asegurando un tratamiento fiscal equitativo, eficaz, eficiente y 
transparente.

c) En caso de tratarse de exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios sobre
impuestos directos como los patrimoniales, sobre bienes de lujo o sobre bienes o 
servicios que dañen la salud y/o el medio ambiente se requiere una justificación y ve-
rificación reforzada sobre su efectividad.

d) Cuando se trate de regímenes de promoción, la prórroga de la exoneración, incen-
tivo o beneficio tributario podrá ser aprobada por un período de hasta tres (3) años, 

GASTOS TRIBUTARIOS TR ANSPARENTES Y EQUITATIVOS

24



Artículo 112 bis: Lineamientos que deben regir los 
gastos tributarios

Artículo 112 bis: "Régimen Aplicable a Tratos Diferenciales en los Gravámenes" 
La promulgación de normas legales que contengan gastos tributarios (exoneracio-
nes, incentivos, beneficios o cualquier otro tratamiento impositivo diferencial) se 
sujetarán a las siguientes reglas:

a) Deberá encontrarse sustentada en un “Informe de Motivos” que contenga:
i) los objetivos, los alcances concretos y los sujetos beneficiarios de la propuesta,
ii) análisis cuantitativo del costo fiscal efectivo de la medida, especificando el ingre-
so alternativo respecto de los ingresos que se dejarán de percibir,
iii) el sustento que demuestre que la medida adoptada resulta más eficaz y eficiente 
respecto a otras opciones de política de gasto público considerando los objetivos 
propuestos,
iv) la evaluación de que no se generen condiciones de competencia desiguales o re-
percusiones negativas en relación con la equidad horizontal respecto a los contribu-
yentes no beneficiados,
v) el análisis de sus impactos en la promoción de la igualdad socioeconómica y de 
género y en las condiciones socioambientales del sector, la región o el territorio,
vi) la/s Autoridad/es de Aplicación que estará/n a cargo del monitoreo de los avan-
ces de la medida,
vii) los indicadores y/o aspectos que se emplearán como línea de base para el moni-
toreo que estará a cargo de la Autoridad de Aplicación determinada en consonancia 
con el inciso anterior; entre estos indicadores deben contemplarse aquellos que 
permitan medir resultados en términos socioambientales y de género,
viii) su plazo de vigencia, teniendo en cuenta que, para los regímenes de promoción 
el plazo no podrá exceder de tres (3) años, entendiéndose otorgado por un plazo 
máximo de tres (3) años aquella medida que no indique un plazo de vigencia concre-
to. En el caso de los tratamientos diferenciales regulados a través de las ley del im-
puesto, no aplicará el máximo de (3) años de vigencia, quedando sí sujeto a una ins-
tancia de evaluación por parte de la Autoridad de Aplicación en caso de exceder 
dicha duración cada (1) año.
Estos requisitos son de carácter concurrente. El cumplimiento de lo señalado en 
este inciso constituye condición esencial para la evaluación y aprobación de pro-
puestas de gastos tributarios.

b) Las Autoridades de Aplicación tendrán que presentar anualmente al Congreso y 
publicar en su página web, una evaluación (“Evaluación Anual”) de todas las exone-
raciones, incentivos, beneficios y/o cualquier otro tratamiento impositivo diferen-

cial a su cargo, las cuales deberán abordar el desarrollo de los aspectos incluidos en 
el “Informe de Motivos”, a saber, evaluación de:

i. la eficacia y eficiencia de la medida respecto del logro del/los objetivo/s busca-
do/s y sus alcances (informar si los beneficios llegan al público objetivo y cuantificar 
dichos alcances),
ii. el costo fiscal efectivo de la medida, especificando el ingreso alternativo respecto 
de los ingresos que se dejaron de percibir en el período transcurrido desde la entrada 
en vigencia,
iii. la alineación de la medida con la política pública que la sustenta,
iv. si se generan condiciones de competencia desiguales o repercusiones negativas 
en relación con la equidad horizontal respecto a los contribuyentes no beneficiados,
v. su impacto en la promoción de la igualdad socioeconómica y de género y en las 
condiciones socioambientales del sector, la región o el territorio,
vi. si se generaron condiciones de competencia desiguales respecto a los contribu-
yentes no beneficiados, 
vii. los factores y/o aspectos particulares dispuestos conforme el “inciso a.vi)” del 
presente artículo,
viii. el plazo de vigencia de la medida, en especial, en aquellos casos en que el térmi-
no de duración esté llegando a su fin y se considere oportuna la extensión de dicha 
duración,
ix. si promueve el desarrollo del sector, la región o el territorio a través de:
1. la creación de empleos directos e indirectos,
2. las condiciones laborales de los empleos creados,
3. la promoción de la igualdad socioeconómica y de género,
4. el aumento de las capacidades productivas del sector,
5. el aumento de las inversiones en la región, sector o territorio,
6. otros aspectos debidamente justificados.
x. las fuentes de información usadas para abarcar los datos de los incisos anteriores.
Esta disposición se aplicará tanto a los tratamientos existentes como a los que se 
creen en el futuro, asegurando un tratamiento fiscal equitativo, eficaz, eficiente y 
transparente.

c) En caso de tratarse de  exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios sobre 
impuestos directos como los patrimoniales,  sobre bienes de lujo o sobre bienes o 
servicios que dañen la salud y/o el medio ambiente se requiere una justificación y ve-
rificación reforzada sobre su efectividad.

d) Cuando se trate de regímenes de promoción, la prórroga de la exoneración, incen-
tivo o beneficio tributario podrá ser aprobada por un período de hasta tres (3) años, 
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Artículo 112 bis: Lineamientos que deben regir los 
gastos tributarios

Artículo 112 bis: "Régimen Aplicable a Tratos Diferenciales en los Gravámenes" 
La promulgación de normas legales que contengan gastos tributarios (exoneracio-
nes, incentivos, beneficios o cualquier otro tratamiento impositivo diferencial) se 
sujetarán a las siguientes reglas:

a) Deberá encontrarse sustentada en un “Informe de Motivos” que contenga:
i) los objetivos, los alcances concretos y los sujetos beneficiarios de la propuesta,
ii) análisis cuantitativo del costo fiscal efectivo de la medida, especificando el ingre-
so alternativo respecto de los ingresos que se dejarán de percibir,
iii) el sustento que demuestre que la medida adoptada resulta más eficaz y eficiente 
respecto a otras opciones de política de gasto público considerando los objetivos 
propuestos,
iv) la evaluación de que no se generen condiciones de competencia desiguales o re-
percusiones negativas en relación con la equidad horizontal respecto a los contribu-
yentes no beneficiados,
v) el análisis de sus impactos en la promoción de la igualdad socioeconómica y de 
género y en las condiciones socioambientales del sector, la región o el territorio,
vi) la/s Autoridad/es de Aplicación que estará/n a cargo del monitoreo de los avan-
ces de la medida,
vii) los indicadores y/o aspectos que se emplearán como línea de base para el moni-
toreo que estará a cargo de la Autoridad de Aplicación determinada en consonancia 
con el inciso anterior; entre estos indicadores deben contemplarse aquellos que 
permitan medir resultados en términos socioambientales y de género,
viii) su plazo de vigencia, teniendo en cuenta que, para los regímenes de promoción 
el plazo no podrá exceder de tres (3) años, entendiéndose otorgado por un plazo 
máximo de tres (3) años aquella medida que no indique un plazo de vigencia concre-
to. En el caso de los tratamientos diferenciales regulados a través de las ley del im-
puesto, no aplicará el máximo de (3) años de vigencia, quedando sí sujeto a una ins-
tancia de evaluación por parte de la Autoridad de Aplicación en caso de exceder 
dicha duración cada (1) año.
Estos requisitos son de carácter concurrente. El cumplimiento de lo señalado en 
este inciso constituye condición esencial para la evaluación y aprobación de pro-
puestas de gastos tributarios.

b) Las Autoridades de Aplicación tendrán que presentar anualmente al Congreso y 
publicar en su página web, una evaluación (“Evaluación Anual”) de todas las exone-
raciones, incentivos, beneficios y/o cualquier otro tratamiento impositivo diferen-

contado a partir del término de su vigencia. Para la aprobación de la prórroga se re
quiere necesariamente de la evaluación por parte de la Autoridad de Aplicación del 
impacto de la exoneración, incentivo o beneficio tributario, que deberá contemplar 
los aspectos enumerados en el inciso “b” de este precepto. Esta evaluación deberá 
ser efectuada por lo menos un (1) año antes del término de su vigencia.

Para toda norma que otorgue exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios, la
ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS deberá publicar los nombres, 
razón social o denominación social de las personas humanas o jurídicas beneficiarias 
-y sus beneficiarios finales-, así como también el monto de la exoneración, incentivo 
o beneficio tributario. Dicha publicación se realizará anualmente, dentro de los noven-
ta (90) días calendario del siguiente año de la fecha de acogimiento o goce de la exo-
neración, incentivo o beneficio tributario. Los tratamientos del derecho de reserva en 
estos casos deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 101 de la presente ley.

Modificación del Artículo 101: 
Excepciones a la aplicación del secreto fiscal

Artículo 101:  “[... ] El secreto establecido en el presente artículo no regirá:
h) Respecto de los contribuyentes beneficiarios de gastos tributarios o sus beneficia-
rios finales, exoneraciones, incentivos, beneficios o cualquier otro tratamiento impo-
sitivo diferencial sólo en lo relativo al monto con el que se beneficia. En tales casos, 
se podrán publicar los siguientes datos por grupos de contribuyentes: nombre o razón 
social, CUIT, situación frente al IVA y monto del beneficio. Cuando se trate de perso-
nas humanas deberá publicarse el total de patrimonio e impuesto pagado y el género. 
En caso de tratarse de personas jurídicas deberá detallarse el tamaño (ingresos tota-
les, ingresos sujetos a impuestos, ganancia sujeta a impuesto, impuesto pagado y 
cantidad de empleados) y la actividad que desarrolla.
La DIRECCIÓN GENERAL IMPOSITIVA dependiente de la ADMINISTRACIÓN FEDE-
RAL DE INGRESOS PUBLICOS estará obligada a suministrar, o a requerir –si careciera 
de la misma–, la información bancaria, financiera o bursátil que le solicitaran, en cum-
plimiento de las funciones legales, la DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS dependien-
te de la ADMINISTRACIÓN FEDERAL DE INGRESOS PÚBLICOS, la Comisión Nacional 
de Valores y el Banco Central de la República Argentina, sin que pueda alegarse res-
pecto de ello el secreto establecido en el Título V de la Ley Nº 21.526 y en los artículos 
8º, 46 y 48 de la Ley Nº 17.811, sus modificatorias u otras normas legales pertinentes.
La información amparada por el secreto fiscal contenido en este artículo se encuen-
tra excluida del derecho de acceso a la información pública en los términos de la ley 
27.275 y de las leyes que la modifiquen, sustituyan o reemplacen. 
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La necesidad de avanzar con reformas en los sistemas fiscales que regulan la imple-
mentación y tratamiento de los gastos tributarios es un desafío común a todos los 
países de América Latina. 

La CEPAL, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la OCDE, y organiza-
ciones de derechos humanos de diferentes países, pusieron de manifiesto la nece-
sidad de implementar mejoras en los gastos tributarios para ampliar las oportunida-
des de desarrollo económico en la región. Hay consenso en que hay un mal manejo 
de estos gastos y que tienden a beneficiar sectores con altas rentas; son ineficien-
tes, no se prueba su efectividad ni su racionalidad, entre otras cosas.
En ese sentido, los organismos multilaterales de crédito y las organizaciones de 
cooperación técnica en materia económica, han sistematizado una serie de buenas 
prácticas33 dirigidas a reducir estos defectos y promover su transparencia y su efi-
cacia. Entre ellas se destacan la importancia de: 

1. asegurar su publicidad, informando sobre sus costos al 
menos anualmente, y sobre sus fundamentos y expectativas 
de resultados, de forma tal que puedan ser evaluados. Sus be-
neficiarios deben ser públicos; 

2. asumir el compromiso de dar beneficios fiscales o tratos dife-
renciales sólo mediante leyes tributarias, evitando recurrir a 
normas de menor jerarquía -que los priven del escrutinio es-
tricto del poder legislativo-. Asimismo, promover que su regu-

 
 lación sea lo más clara posible para la ciudadanía y para facili-

tar que las autoridades responsables de la recaudación los 
controlen e implementen;

3. tener un plazo cierto, pero es necesario de todas formas eva-
luar periódicamente si subsisten las condiciones que justifi-
can y aconsejan la implementación de dichas políticas; 

4. asegurar una implementación transparente del proceso por el 
cual las personas o empresas beneficiarias solicitan la aplica-
ción del gasto. Este punto debe encontrarse claramente regu-
lado para evitar instancias de negociación opacas, generar in-
formación adecuada para medir la efectividad del beneficio y 

 ser periódicamente auditados; e) asegurar su control desig-
nando una autoridad responsable de su supervisión, que no 
sólo evalúe sus costos sino que efectivamente evite superpo-
siciones e inconsistencias. En casos de países federales debe 
promoverse la coordinación con estados locales.

5. llevar adelante acciones de articulación regional que eviten la 
carrera a la baja a partir de exenciones o privilegios fiscales en la 
competencia entre países por incentivar inversiones externas

Puede afirmarse con certeza que los países de la comunidad internacional están 
lejos de alcanzar estos objetivos, independientemente de que los altos costos de 
los gastos tributarios es común denominador para todas las economías. Por ejem-
plo, de las 43 economías del G20 y la OCDE, 8 no han informado sobre sus gastos tri-
butarios en los últimos diez años, 26 han publicado un informe básico (por ejemplo, 
proporcionando estimaciones para un subconjunto reducido de disposiciones o es-
timaciones basadas únicamente en cifras agregadas) en los últimos diez años, y 
solo 9 países han publicado un informe detallado y completo de forma regular (Re-
donda y Neubig, 2018). 

El panorama no mejora cuando se observan las economías en desarrollo: tan sólo 
once de 54 países africanos publican cifras sobre gastos fiscales, y en la región de 
Asia Oriental y el Pacífico, solo Filipinas y Papúa Nueva Guinea computan y comuni-
can estimaciones de gastos fiscales (AfDB et al., 2017 y Banco Mundial, 2015). En 
América Latina, 16 de 23 países proporcionan al menos alguna información (Peláez 
Longinotti, 2017). 

Teniendo esto en cuenta, una posible solución para acercarse cada vez más a cum-
plir las metas que acerquen a los países a las buenas prácticas en torno a gastos tri-
butarios, es que los gobiernos compartan y comparen sus metodologías para esti-
mar el costo fiscal de los gastos tributarios. De esta forma, la evaluación conjunta y 
cooperativa de los distintos métodos para estimar los costos de los gastos tributa-
rios, podría posicionarnos en un mejor lugar. 

En sintonía con la relevancia de buscar inspiración en las acciones exitosas de otras 
naciones, este anexo aborda una serie de mejores prácticas y reformas tributarias 
llevadas a cabo en otros países como Perú, Colombia, México y España. Estas expe-
riencias, tenidas en cuenta para informar nuestras propuestas en Argentina, se fun-
damentaron en la adopción de enfoques transparentes y basados en datos, enfo-
ques esenciales para mejorar la gestión de los gastos tributarios en Argentina.

I. Perú 

En octubre de 2021, el Ministerio de Economía y Finanzas de Perú solicitó al Congre-
so que se le otorgue facultades legislativas al Ejecutivo, con el objetivo de plantear 
una reforma tributaria. La propuesta del Ministerio tenía como objetivos perfeccio-
nar las reglas generales para la dación de exoneraciones, incentivos o beneficios tri-
butarios, conforme a las recomendaciones de la OCDE, la ONU y la OEA.

Uno de los principales problemas que la reforma tributaria buscó atacar fue la redu-
cida recaudación de las obligaciones tributarias del Estado peruano (la presión tri-
butaria en Perú es 14%, cuando el promedio regional es 23%); en gran medida por la 
demora –o no pago– de los principales impuestos que sustentan su funcionamien-
to: el Impuesto General a las Ventas y el Impuesto a la Renta. Asimismo, en Perú el 
costo anual de la evasión tributaría es altísimo- De hecho, OXFAM asegura que el 
país pierde anualmente más de USD $1.200 millones en impuestos no pagados por 
capitales de las grandes corporaciones.

En ese contexto, el gobierno del presidente Castillo buscó implementar cambios 
normativos con el Decreto Legislativo N° 1521. Estas reformas estuvieron centradas 
mayormente en delimitar los requisitos para la incorporación y tratamiento de los  
gastos tributarios, modificando la Norma VII del título preliminar del código tributa-
rio.  En particular, buscaron mejorar la precisión de los objetivos, la vigencia y los al-
cances de los gastos tributarios, los sujetos beneficiarios, y los indicadores para 
evaluar su impacto, entre otros aspectos. 

El 22 de enero de 2022 se aprobó el Decreto Legislativo N° 1521 que reforma la 
Norma VII del título preliminar del código tributario. Lo interesante del Decreto es 
que recogió varias de las sugerencias promovidas a través de la campaña 12 Reco-
mendaciones para un Buen Sistema de Beneficios Tributarios,  impulsada en junio 
del 2019 por Ciudadanos al Día, una organización de la sociedad civil de Perú34, que 
a lo largo de tres años desarrolló una investigación exhaustiva sobre la cuestión de 
los gastos tributarios en el país. Esto demuestra que la articulación entre las organi-
zaciones de la sociedad civil y las autoridades con la potestad de ejercer reformas 
legislativas, puede arrojar resultados valiosos.

Dentro de la campaña de incidencia de Ciudadanos al Día, se produjeron sucesivos 
informes anuales, investigaciones sobre regímenes y exenciones sectoriales, como 
la Ley de promoción de la inversión en la Amazonía, y se crearon instrumentos para 
medir si los gastos tributarios vigentes habían alcanzado los objetivos y mecanis-
mos para evaluar la efectividad de los incentivos fiscales y en consecuencia tomar 
una decisión informada respecto de si había que mantenerlos o el contexto y los re-
sultados ameritaba su derogación.

Entre las modificaciones, el Decreto N° 1.521 delimitó que la creación de gastos tri-
butarios y otros beneficios debía estar sustentada en una Exposición de Motivos 
con sustento suficiente que demuestre que la medida era la más eficaz y eficiente 
respecto a otras opciones de política de gasto público considerando los objetivos 
propuestos. Al mismo tiempo, agregó la prohibición de que las exoneraciones, in-
centivos o beneficios tributarios no podían ser concedidos sobre impuestos selec-
tivos al consumo ni sobre bienes o servicios que dañen la salud y/o el medio ambien-
te. Por último, se dispuso que la Administración Tributaria debía publicar los datos 
de los beneficiarios exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios, en su sede 
digital35.

II.México
 
En México, la falta de regulación sobre los gastos tributarios ha dado lugar a la crea-
ción de este tipo de beneficios sin ningún tipo de análisis basado en evidencia. El 
caso más emblemático fue la amnistía fiscal de 2013, un programa masivo de con-
donación de impuestos que fue propuesto y aprobado por el Congreso. Cuando la 
constitucionalidad de esta amnistía fue cuestionada por un contribuyente cumplido 
y a quien, por lo tanto, no le pudieron condonar impuestos, la SCJN confirmó que el 
Poder Legislativo únicamente tenía la obligación de justificar a grandes rasgos la 
concesión de este tipo de beneficios fiscales.

Fundar México es un Centro de Análisis e Investigación que estudia las regulaciones 
fiscales en el país. Su informe más reciente del 2021 sugiere que una mejora notable 
para la regulación y control de los incentivos fiscales se daría si estos contaran con 
una cláusula de expiración o una fecha de vencimiento para revisarlos y, en su caso, 
renovarlos y discutir su aprobación como parte de las deliberaciones presupuesta-
les anuales, con mecanismos de participación ciudadana (Fundar, 2021).

Por otra parte, aunque existen casos en los que los gastos tributarios del Poder Eje-
cutivo son creados por un corto periodo, no existe la obligación de demostrar su 
efectividad con criterios claros y de evidencia para renovar su vigencia. Por ese mo-
tivo, es importante que las leyes dispongan claramente los requisitos que deben re-
unir los gastos tributarios al momento de ser incluidos en la Iniciativa de Ley de In-
gresos de la Federación (LIF), es decir, en la propuesta enviada por el Presidente de 
la República en torno a los ingresos que estima percibir el siguiente ejercicio fiscal. 

En este sentido, el artículo 26 de la LIF para el ejercicio fiscal 2020 estableció en ma-
teria de estímulos fiscales y facilidades administrativas que: “Los estímulos fisca-
les y las facilidades administrativas (…) se otorgarán con base en criterios de efi-
ciencia económica, no discriminación, temporalidad definida y progresividad. Para 
el otorgamiento de los estímulos fiscales deberá tomarse en cuenta si los objetivos 
pretendidos pudiesen alcanzarse de mejor manera con la política de gasto. Los cos-
tos para las finanzas públicas de las facilidades administrativas y los estímulos fis-
cales se especificarán en el Presupuesto de Gastos Fiscales”.

Establecer en las regulaciones fiscales que los estímulos fiscales sean otorgados 
con base en criterios de eficiencia económica, no discriminación, temporalidad de-
finida y progresividad podrían garantizar un uso responsable y adecuado de los gas-
tos tributarios, es una buena forma de acercarse a tener gastos tributarios más fun-
damentados y transparentes. 

III. Colombia 

La Corte Constitucional de Colombia ha fijado algunos criterios que deben ser ob-
servados al momento de conceder beneficios fiscales. En la sentencia C-743/1536, 
determinó que las condonaciones de impuestos transgreden el principio de genera-
lidad tributaria, pues implican un trato diferenciado entre las personas contribuyen-
tes morosas y las cumplidas. 

Por lo tanto, consideró que cualquier condonación debía presumirse como inconsti-
tucional y que el estado debía justificar su legitimidad a través de un test de propor-
cionalidad en tres etapas: 

1. Examen de racionalidad: evaluar si la condonación constituye un medio eficaz que 
logra promoverlos fines legítimos del Estado. 

2. Examen de necesidad: comprobar que la condonación sea estrictamente necesa-
ria para la consecución de esos fines o si, por el contrario,existen alternativas facti-
bles más convenientes. 

3. Examen de ponderación: evaluar si los beneficios son mayores a los costos que 
supone la vía del perdón, en término de desigualdad, transparencia, eficiencia eco-
nómica administrativa.

En los últimos años existieron propuestas valiosas para sistematizar procesos de 
discusión, aprobación, evaluación (test de proporcionalidad constitucional) de los 
gastos tributarios, pero que no se incluyeron finalmente en los debates de la reforma 
tributaria. Dentro de las propuestas se contempló la publicación de un informe anual 
antes del 15 de agosto de cada año fiscal con una muestra aleatoria representativa 
y anónima de las declaraciones del impuesto sobre la renta y complementarios, así 
como del impuesto sobre las ventas (IVA) de personas naturales y jurídicas del año 
gravable inmediatamente anterior. 

Al mismo tiempo, se propuso que las administraciones encargadas realicen al 
menos una evaluación al año de un beneficio tributario (como rentas exentas, des-
cuentos tributarios, ingresos no constitutivos de renta y deducciones especiales). 
Estas evaluaciones debían priorizar los beneficios con los gastos tributarios más 
significativos y considerar si cumplen con los principios que rigen el sistema tribu-
tario nacional.

Por último, se formuló un artículo que contemplaba requisitos estrictos de creación 
de beneficios tributarios que disponían que, antes de crear un nuevo beneficio tribu-
tario, se debía realizar una revisión de requisitos y condiciones para considerar su 
idoneidad. Esto debía incluir la evaluación de si cumplía con los principios del siste-
ma tributario nacional, si era eficaz y si no existían otros instrumentos más eficien-
tes para lograr los objetivos. Además, se exigía la evaluación de los costos asocia-
dos a la creación del beneficio, como la pérdida de recaudo, la eficiencia administra-
tiva y económica, y los principios del sistema tributario.

IV. España 

En España, una parte importante de las políticas de gasto se instrumentan a través 
de beneficios fiscales. El conjunto de ellos supone una cuantía próxima a los 60.000 
millones de euros, 5 puntos del PIB.  En este contexto, en 2017, el gobierno español 
encargó a la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) un análisis 
exhaustivo (llamado “Spending Reviews37”) con el objetivo de evaluar una 13 benefi-
cios fiscales con un coste recaudatorio de 35.000 millones de euros (60% del total), 
para determinar si cumplían los objetivos para los que habían sido creados y detec-
tar si su existencia llevaba asociada algún tipo de externalidad o distorsión que hi-
ciera conveniente que resulte conveniente su reformulación.

En su evaluación, el trabajo de la AIReF se erige como un modelo de transparencia y 
rendición de cuentas en la administración de los beneficios fiscales, abriendo una 
vía para la mejora de la eficacia y la equidad en el sistema tributario del país. Se hace 
un estudio detallado por partida y aspecto de cada uno de los gastos tributarios para 

ANEXO:

33. Ver “Tributación y Desarrollo: Principios para profundizar la transparencia y la gobernanza de los incentivos fiscales”. 
Publicado por la OCDE https://www.oecd.org/tax/tax-global/transparency-and-governance-principles.pdf y “Opciones para 
países de bajos ingresos. Efectivo y eficiente uso de los incentivos fiscales para la inversión”, informe para el G-20 elaborado 
por los equipos del FMI, la OCDE, las Naciones Unidas y el Banco Mundial. 
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La necesidad de avanzar con reformas en los sistemas fiscales que regulan la imple-
mentación y tratamiento de los gastos tributarios es un desafío común a todos los 
países de América Latina. 

La CEPAL, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la OCDE, y organiza-
ciones de derechos humanos de diferentes países, pusieron de manifiesto la nece-
sidad de implementar mejoras en los gastos tributarios para ampliar las oportunida-
des de desarrollo económico en la región. Hay consenso en que hay un mal manejo 
de estos gastos y que tienden a beneficiar sectores con altas rentas; son ineficien-
tes, no se prueba su efectividad ni su racionalidad, entre otras cosas.
En ese sentido, los organismos multilaterales de crédito y las organizaciones de 
cooperación técnica en materia económica, han sistematizado una serie de buenas 
prácticas33 dirigidas a reducir estos defectos y promover su transparencia y su efi-
cacia. Entre ellas se destacan la importancia de: 

1. asegurar su publicidad, informando sobre sus costos al 
menos anualmente, y sobre sus fundamentos y expectativas 
de resultados, de forma tal que puedan ser evaluados. Sus be-
neficiarios deben ser públicos; 

2. asumir el compromiso de dar beneficios fiscales o tratos dife-
renciales sólo mediante leyes tributarias, evitando recurrir a 
normas de menor jerarquía -que los priven del escrutinio es-
tricto del poder legislativo-. Asimismo, promover que su regu-

 
 lación sea lo más clara posible para la ciudadanía y para facili-

tar que las autoridades responsables de la recaudación los 
controlen e implementen;

3. tener un plazo cierto, pero es necesario de todas formas eva-
luar periódicamente si subsisten las condiciones que justifi-
can y aconsejan la implementación de dichas políticas; 

4. asegurar una implementación transparente del proceso por el 
cual las personas o empresas beneficiarias solicitan la aplica-
ción del gasto. Este punto debe encontrarse claramente regu-
lado para evitar instancias de negociación opacas, generar in-
formación adecuada para medir la efectividad del beneficio y 

 ser periódicamente auditados; e) asegurar su control desig-
nando una autoridad responsable de su supervisión, que no 
sólo evalúe sus costos sino que efectivamente evite superpo-
siciones e inconsistencias. En casos de países federales debe 
promoverse la coordinación con estados locales.

5. llevar adelante acciones de articulación regional que eviten la 
carrera a la baja a partir de exenciones o privilegios fiscales en la 
competencia entre países por incentivar inversiones externas

Puede afirmarse con certeza que los países de la comunidad internacional están 
lejos de alcanzar estos objetivos, independientemente de que los altos costos de 
los gastos tributarios es común denominador para todas las economías. Por ejem-
plo, de las 43 economías del G20 y la OCDE, 8 no han informado sobre sus gastos tri-
butarios en los últimos diez años, 26 han publicado un informe básico (por ejemplo, 
proporcionando estimaciones para un subconjunto reducido de disposiciones o es-
timaciones basadas únicamente en cifras agregadas) en los últimos diez años, y 
solo 9 países han publicado un informe detallado y completo de forma regular (Re-
donda y Neubig, 2018). 

El panorama no mejora cuando se observan las economías en desarrollo: tan sólo 
once de 54 países africanos publican cifras sobre gastos fiscales, y en la región de 
Asia Oriental y el Pacífico, solo Filipinas y Papúa Nueva Guinea computan y comuni-
can estimaciones de gastos fiscales (AfDB et al., 2017 y Banco Mundial, 2015). En 
América Latina, 16 de 23 países proporcionan al menos alguna información (Peláez 
Longinotti, 2017). 

Teniendo esto en cuenta, una posible solución para acercarse cada vez más a cum-
plir las metas que acerquen a los países a las buenas prácticas en torno a gastos tri-
butarios, es que los gobiernos compartan y comparen sus metodologías para esti-
mar el costo fiscal de los gastos tributarios. De esta forma, la evaluación conjunta y 
cooperativa de los distintos métodos para estimar los costos de los gastos tributa-
rios, podría posicionarnos en un mejor lugar. 

En sintonía con la relevancia de buscar inspiración en las acciones exitosas de otras 
naciones, este anexo aborda una serie de mejores prácticas y reformas tributarias 
llevadas a cabo en otros países como Perú, Colombia, México y España. Estas expe-
riencias, tenidas en cuenta para informar nuestras propuestas en Argentina, se fun-
damentaron en la adopción de enfoques transparentes y basados en datos, enfo-
ques esenciales para mejorar la gestión de los gastos tributarios en Argentina.

I. Perú 

En octubre de 2021, el Ministerio de Economía y Finanzas de Perú solicitó al Congre-
so que se le otorgue facultades legislativas al Ejecutivo, con el objetivo de plantear 
una reforma tributaria. La propuesta del Ministerio tenía como objetivos perfeccio-
nar las reglas generales para la dación de exoneraciones, incentivos o beneficios tri-
butarios, conforme a las recomendaciones de la OCDE, la ONU y la OEA.

Uno de los principales problemas que la reforma tributaria buscó atacar fue la redu-
cida recaudación de las obligaciones tributarias del Estado peruano (la presión tri-
butaria en Perú es 14%, cuando el promedio regional es 23%); en gran medida por la 
demora –o no pago– de los principales impuestos que sustentan su funcionamien-
to: el Impuesto General a las Ventas y el Impuesto a la Renta. Asimismo, en Perú el 
costo anual de la evasión tributaría es altísimo- De hecho, OXFAM asegura que el 
país pierde anualmente más de USD $1.200 millones en impuestos no pagados por 
capitales de las grandes corporaciones.

En ese contexto, el gobierno del presidente Castillo buscó implementar cambios 
normativos con el Decreto Legislativo N° 1521. Estas reformas estuvieron centradas 
mayormente en delimitar los requisitos para la incorporación y tratamiento de los  
gastos tributarios, modificando la Norma VII del título preliminar del código tributa-
rio.  En particular, buscaron mejorar la precisión de los objetivos, la vigencia y los al-
cances de los gastos tributarios, los sujetos beneficiarios, y los indicadores para 
evaluar su impacto, entre otros aspectos. 

El 22 de enero de 2022 se aprobó el Decreto Legislativo N° 1521 que reforma la 
Norma VII del título preliminar del código tributario. Lo interesante del Decreto es 
que recogió varias de las sugerencias promovidas a través de la campaña 12 Reco-
mendaciones para un Buen Sistema de Beneficios Tributarios,  impulsada en junio 
del 2019 por Ciudadanos al Día, una organización de la sociedad civil de Perú34, que 
a lo largo de tres años desarrolló una investigación exhaustiva sobre la cuestión de 
los gastos tributarios en el país. Esto demuestra que la articulación entre las organi-
zaciones de la sociedad civil y las autoridades con la potestad de ejercer reformas 
legislativas, puede arrojar resultados valiosos.

Dentro de la campaña de incidencia de Ciudadanos al Día, se produjeron sucesivos 
informes anuales, investigaciones sobre regímenes y exenciones sectoriales, como 
la Ley de promoción de la inversión en la Amazonía, y se crearon instrumentos para 
medir si los gastos tributarios vigentes habían alcanzado los objetivos y mecanis-
mos para evaluar la efectividad de los incentivos fiscales y en consecuencia tomar 
una decisión informada respecto de si había que mantenerlos o el contexto y los re-
sultados ameritaba su derogación.

Entre las modificaciones, el Decreto N° 1.521 delimitó que la creación de gastos tri-
butarios y otros beneficios debía estar sustentada en una Exposición de Motivos 
con sustento suficiente que demuestre que la medida era la más eficaz y eficiente 
respecto a otras opciones de política de gasto público considerando los objetivos 
propuestos. Al mismo tiempo, agregó la prohibición de que las exoneraciones, in-
centivos o beneficios tributarios no podían ser concedidos sobre impuestos selec-
tivos al consumo ni sobre bienes o servicios que dañen la salud y/o el medio ambien-
te. Por último, se dispuso que la Administración Tributaria debía publicar los datos 
de los beneficiarios exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios, en su sede 
digital35.

II.México
 
En México, la falta de regulación sobre los gastos tributarios ha dado lugar a la crea-
ción de este tipo de beneficios sin ningún tipo de análisis basado en evidencia. El 
caso más emblemático fue la amnistía fiscal de 2013, un programa masivo de con-
donación de impuestos que fue propuesto y aprobado por el Congreso. Cuando la 
constitucionalidad de esta amnistía fue cuestionada por un contribuyente cumplido 
y a quien, por lo tanto, no le pudieron condonar impuestos, la SCJN confirmó que el 
Poder Legislativo únicamente tenía la obligación de justificar a grandes rasgos la 
concesión de este tipo de beneficios fiscales.

Fundar México es un Centro de Análisis e Investigación que estudia las regulaciones 
fiscales en el país. Su informe más reciente del 2021 sugiere que una mejora notable 
para la regulación y control de los incentivos fiscales se daría si estos contaran con 
una cláusula de expiración o una fecha de vencimiento para revisarlos y, en su caso, 
renovarlos y discutir su aprobación como parte de las deliberaciones presupuesta-
les anuales, con mecanismos de participación ciudadana (Fundar, 2021).

Por otra parte, aunque existen casos en los que los gastos tributarios del Poder Eje-
cutivo son creados por un corto periodo, no existe la obligación de demostrar su 
efectividad con criterios claros y de evidencia para renovar su vigencia. Por ese mo-
tivo, es importante que las leyes dispongan claramente los requisitos que deben re-
unir los gastos tributarios al momento de ser incluidos en la Iniciativa de Ley de In-
gresos de la Federación (LIF), es decir, en la propuesta enviada por el Presidente de 
la República en torno a los ingresos que estima percibir el siguiente ejercicio fiscal. 

En este sentido, el artículo 26 de la LIF para el ejercicio fiscal 2020 estableció en ma-
teria de estímulos fiscales y facilidades administrativas que: “Los estímulos fisca-
les y las facilidades administrativas (…) se otorgarán con base en criterios de efi-
ciencia económica, no discriminación, temporalidad definida y progresividad. Para 
el otorgamiento de los estímulos fiscales deberá tomarse en cuenta si los objetivos 
pretendidos pudiesen alcanzarse de mejor manera con la política de gasto. Los cos-
tos para las finanzas públicas de las facilidades administrativas y los estímulos fis-
cales se especificarán en el Presupuesto de Gastos Fiscales”.

Establecer en las regulaciones fiscales que los estímulos fiscales sean otorgados 
con base en criterios de eficiencia económica, no discriminación, temporalidad de-
finida y progresividad podrían garantizar un uso responsable y adecuado de los gas-
tos tributarios, es una buena forma de acercarse a tener gastos tributarios más fun-
damentados y transparentes. 

III. Colombia 

La Corte Constitucional de Colombia ha fijado algunos criterios que deben ser ob-
servados al momento de conceder beneficios fiscales. En la sentencia C-743/1536, 
determinó que las condonaciones de impuestos transgreden el principio de genera-
lidad tributaria, pues implican un trato diferenciado entre las personas contribuyen-
tes morosas y las cumplidas. 

Por lo tanto, consideró que cualquier condonación debía presumirse como inconsti-
tucional y que el estado debía justificar su legitimidad a través de un test de propor-
cionalidad en tres etapas: 

1. Examen de racionalidad: evaluar si la condonación constituye un medio eficaz que 
logra promoverlos fines legítimos del Estado. 

2. Examen de necesidad: comprobar que la condonación sea estrictamente necesa-
ria para la consecución de esos fines o si, por el contrario,existen alternativas facti-
bles más convenientes. 

3. Examen de ponderación: evaluar si los beneficios son mayores a los costos que 
supone la vía del perdón, en término de desigualdad, transparencia, eficiencia eco-
nómica administrativa.

En los últimos años existieron propuestas valiosas para sistematizar procesos de 
discusión, aprobación, evaluación (test de proporcionalidad constitucional) de los 
gastos tributarios, pero que no se incluyeron finalmente en los debates de la reforma 
tributaria. Dentro de las propuestas se contempló la publicación de un informe anual 
antes del 15 de agosto de cada año fiscal con una muestra aleatoria representativa 
y anónima de las declaraciones del impuesto sobre la renta y complementarios, así 
como del impuesto sobre las ventas (IVA) de personas naturales y jurídicas del año 
gravable inmediatamente anterior. 

Al mismo tiempo, se propuso que las administraciones encargadas realicen al 
menos una evaluación al año de un beneficio tributario (como rentas exentas, des-
cuentos tributarios, ingresos no constitutivos de renta y deducciones especiales). 
Estas evaluaciones debían priorizar los beneficios con los gastos tributarios más 
significativos y considerar si cumplen con los principios que rigen el sistema tribu-
tario nacional.

Por último, se formuló un artículo que contemplaba requisitos estrictos de creación 
de beneficios tributarios que disponían que, antes de crear un nuevo beneficio tribu-
tario, se debía realizar una revisión de requisitos y condiciones para considerar su 
idoneidad. Esto debía incluir la evaluación de si cumplía con los principios del siste-
ma tributario nacional, si era eficaz y si no existían otros instrumentos más eficien-
tes para lograr los objetivos. Además, se exigía la evaluación de los costos asocia-
dos a la creación del beneficio, como la pérdida de recaudo, la eficiencia administra-
tiva y económica, y los principios del sistema tributario.

IV. España 

En España, una parte importante de las políticas de gasto se instrumentan a través 
de beneficios fiscales. El conjunto de ellos supone una cuantía próxima a los 60.000 
millones de euros, 5 puntos del PIB.  En este contexto, en 2017, el gobierno español 
encargó a la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) un análisis 
exhaustivo (llamado “Spending Reviews37”) con el objetivo de evaluar una 13 benefi-
cios fiscales con un coste recaudatorio de 35.000 millones de euros (60% del total), 
para determinar si cumplían los objetivos para los que habían sido creados y detec-
tar si su existencia llevaba asociada algún tipo de externalidad o distorsión que hi-
ciera conveniente que resulte conveniente su reformulación.

En su evaluación, el trabajo de la AIReF se erige como un modelo de transparencia y 
rendición de cuentas en la administración de los beneficios fiscales, abriendo una 
vía para la mejora de la eficacia y la equidad en el sistema tributario del país. Se hace 
un estudio detallado por partida y aspecto de cada uno de los gastos tributarios para 
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La necesidad de avanzar con reformas en los sistemas fiscales que regulan la imple-
mentación y tratamiento de los gastos tributarios es un desafío común a todos los 
países de América Latina. 

La CEPAL, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la OCDE, y organiza-
ciones de derechos humanos de diferentes países, pusieron de manifiesto la nece-
sidad de implementar mejoras en los gastos tributarios para ampliar las oportunida-
des de desarrollo económico en la región. Hay consenso en que hay un mal manejo 
de estos gastos y que tienden a beneficiar sectores con altas rentas; son ineficien-
tes, no se prueba su efectividad ni su racionalidad, entre otras cosas.
En ese sentido, los organismos multilaterales de crédito y las organizaciones de 
cooperación técnica en materia económica, han sistematizado una serie de buenas 
prácticas33 dirigidas a reducir estos defectos y promover su transparencia y su efi-
cacia. Entre ellas se destacan la importancia de: 

1. asegurar su publicidad, informando sobre sus costos al 
menos anualmente, y sobre sus fundamentos y expectativas 
de resultados, de forma tal que puedan ser evaluados. Sus be-
neficiarios deben ser públicos; 

2. asumir el compromiso de dar beneficios fiscales o tratos dife-
renciales sólo mediante leyes tributarias, evitando recurrir a 
normas de menor jerarquía -que los priven del escrutinio es-
tricto del poder legislativo-. Asimismo, promover que su regu-

 
 lación sea lo más clara posible para la ciudadanía y para facili-

tar que las autoridades responsables de la recaudación los 
controlen e implementen;

3. tener un plazo cierto, pero es necesario de todas formas eva-
luar periódicamente si subsisten las condiciones que justifi-
can y aconsejan la implementación de dichas políticas; 

4. asegurar una implementación transparente del proceso por el 
cual las personas o empresas beneficiarias solicitan la aplica-
ción del gasto. Este punto debe encontrarse claramente regu-
lado para evitar instancias de negociación opacas, generar in-
formación adecuada para medir la efectividad del beneficio y 

 ser periódicamente auditados; e) asegurar su control desig-
nando una autoridad responsable de su supervisión, que no 
sólo evalúe sus costos sino que efectivamente evite superpo-
siciones e inconsistencias. En casos de países federales debe 
promoverse la coordinación con estados locales.

5. llevar adelante acciones de articulación regional que eviten la 
carrera a la baja a partir de exenciones o privilegios fiscales en la 
competencia entre países por incentivar inversiones externas

Puede afirmarse con certeza que los países de la comunidad internacional están 
lejos de alcanzar estos objetivos, independientemente de que los altos costos de 
los gastos tributarios es común denominador para todas las economías. Por ejem-
plo, de las 43 economías del G20 y la OCDE, 8 no han informado sobre sus gastos tri-
butarios en los últimos diez años, 26 han publicado un informe básico (por ejemplo, 
proporcionando estimaciones para un subconjunto reducido de disposiciones o es-
timaciones basadas únicamente en cifras agregadas) en los últimos diez años, y 
solo 9 países han publicado un informe detallado y completo de forma regular (Re-
donda y Neubig, 2018). 

El panorama no mejora cuando se observan las economías en desarrollo: tan sólo 
once de 54 países africanos publican cifras sobre gastos fiscales, y en la región de 
Asia Oriental y el Pacífico, solo Filipinas y Papúa Nueva Guinea computan y comuni-
can estimaciones de gastos fiscales (AfDB et al., 2017 y Banco Mundial, 2015). En 
América Latina, 16 de 23 países proporcionan al menos alguna información (Peláez 
Longinotti, 2017). 

Teniendo esto en cuenta, una posible solución para acercarse cada vez más a cum-
plir las metas que acerquen a los países a las buenas prácticas en torno a gastos tri-
butarios, es que los gobiernos compartan y comparen sus metodologías para esti-
mar el costo fiscal de los gastos tributarios. De esta forma, la evaluación conjunta y 
cooperativa de los distintos métodos para estimar los costos de los gastos tributa-
rios, podría posicionarnos en un mejor lugar. 

En sintonía con la relevancia de buscar inspiración en las acciones exitosas de otras 
naciones, este anexo aborda una serie de mejores prácticas y reformas tributarias 
llevadas a cabo en otros países como Perú, Colombia, México y España. Estas expe-
riencias, tenidas en cuenta para informar nuestras propuestas en Argentina, se fun-
damentaron en la adopción de enfoques transparentes y basados en datos, enfo-
ques esenciales para mejorar la gestión de los gastos tributarios en Argentina.

I. Perú 

En octubre de 2021, el Ministerio de Economía y Finanzas de Perú solicitó al Congre-
so que se le otorgue facultades legislativas al Ejecutivo, con el objetivo de plantear 
una reforma tributaria. La propuesta del Ministerio tenía como objetivos perfeccio-
nar las reglas generales para la dación de exoneraciones, incentivos o beneficios tri-
butarios, conforme a las recomendaciones de la OCDE, la ONU y la OEA.

Uno de los principales problemas que la reforma tributaria buscó atacar fue la redu-
cida recaudación de las obligaciones tributarias del Estado peruano (la presión tri-
butaria en Perú es 14%, cuando el promedio regional es 23%); en gran medida por la 
demora –o no pago– de los principales impuestos que sustentan su funcionamien-
to: el Impuesto General a las Ventas y el Impuesto a la Renta. Asimismo, en Perú el 
costo anual de la evasión tributaría es altísimo- De hecho, OXFAM asegura que el 
país pierde anualmente más de USD $1.200 millones en impuestos no pagados por 
capitales de las grandes corporaciones.

En ese contexto, el gobierno del presidente Castillo buscó implementar cambios 
normativos con el Decreto Legislativo N° 1521. Estas reformas estuvieron centradas 
mayormente en delimitar los requisitos para la incorporación y tratamiento de los  
gastos tributarios, modificando la Norma VII del título preliminar del código tributa-
rio.  En particular, buscaron mejorar la precisión de los objetivos, la vigencia y los al-
cances de los gastos tributarios, los sujetos beneficiarios, y los indicadores para 
evaluar su impacto, entre otros aspectos. 

El 22 de enero de 2022 se aprobó el Decreto Legislativo N° 1521 que reforma la 
Norma VII del título preliminar del código tributario. Lo interesante del Decreto es 
que recogió varias de las sugerencias promovidas a través de la campaña 12 Reco-
mendaciones para un Buen Sistema de Beneficios Tributarios,  impulsada en junio 
del 2019 por Ciudadanos al Día, una organización de la sociedad civil de Perú34, que 
a lo largo de tres años desarrolló una investigación exhaustiva sobre la cuestión de 
los gastos tributarios en el país. Esto demuestra que la articulación entre las organi-
zaciones de la sociedad civil y las autoridades con la potestad de ejercer reformas 
legislativas, puede arrojar resultados valiosos.

Dentro de la campaña de incidencia de Ciudadanos al Día, se produjeron sucesivos 
informes anuales, investigaciones sobre regímenes y exenciones sectoriales, como 
la Ley de promoción de la inversión en la Amazonía, y se crearon instrumentos para 
medir si los gastos tributarios vigentes habían alcanzado los objetivos y mecanis-
mos para evaluar la efectividad de los incentivos fiscales y en consecuencia tomar 
una decisión informada respecto de si había que mantenerlos o el contexto y los re-
sultados ameritaba su derogación.

Entre las modificaciones, el Decreto N° 1.521 delimitó que la creación de gastos tri-
butarios y otros beneficios debía estar sustentada en una Exposición de Motivos 
con sustento suficiente que demuestre que la medida era la más eficaz y eficiente 
respecto a otras opciones de política de gasto público considerando los objetivos 
propuestos. Al mismo tiempo, agregó la prohibición de que las exoneraciones, in-
centivos o beneficios tributarios no podían ser concedidos sobre impuestos selec-
tivos al consumo ni sobre bienes o servicios que dañen la salud y/o el medio ambien-
te. Por último, se dispuso que la Administración Tributaria debía publicar los datos 
de los beneficiarios exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios, en su sede 
digital35.

II.México
 
En México, la falta de regulación sobre los gastos tributarios ha dado lugar a la crea-
ción de este tipo de beneficios sin ningún tipo de análisis basado en evidencia. El 
caso más emblemático fue la amnistía fiscal de 2013, un programa masivo de con-
donación de impuestos que fue propuesto y aprobado por el Congreso. Cuando la 
constitucionalidad de esta amnistía fue cuestionada por un contribuyente cumplido 
y a quien, por lo tanto, no le pudieron condonar impuestos, la SCJN confirmó que el 
Poder Legislativo únicamente tenía la obligación de justificar a grandes rasgos la 
concesión de este tipo de beneficios fiscales.

Fundar México es un Centro de Análisis e Investigación que estudia las regulaciones 
fiscales en el país. Su informe más reciente del 2021 sugiere que una mejora notable 
para la regulación y control de los incentivos fiscales se daría si estos contaran con 
una cláusula de expiración o una fecha de vencimiento para revisarlos y, en su caso, 
renovarlos y discutir su aprobación como parte de las deliberaciones presupuesta-
les anuales, con mecanismos de participación ciudadana (Fundar, 2021).

Por otra parte, aunque existen casos en los que los gastos tributarios del Poder Eje-
cutivo son creados por un corto periodo, no existe la obligación de demostrar su 
efectividad con criterios claros y de evidencia para renovar su vigencia. Por ese mo-
tivo, es importante que las leyes dispongan claramente los requisitos que deben re-
unir los gastos tributarios al momento de ser incluidos en la Iniciativa de Ley de In-
gresos de la Federación (LIF), es decir, en la propuesta enviada por el Presidente de 
la República en torno a los ingresos que estima percibir el siguiente ejercicio fiscal. 

En este sentido, el artículo 26 de la LIF para el ejercicio fiscal 2020 estableció en ma-
teria de estímulos fiscales y facilidades administrativas que: “Los estímulos fisca-
les y las facilidades administrativas (…) se otorgarán con base en criterios de efi-
ciencia económica, no discriminación, temporalidad definida y progresividad. Para 
el otorgamiento de los estímulos fiscales deberá tomarse en cuenta si los objetivos 
pretendidos pudiesen alcanzarse de mejor manera con la política de gasto. Los cos-
tos para las finanzas públicas de las facilidades administrativas y los estímulos fis-
cales se especificarán en el Presupuesto de Gastos Fiscales”.

Establecer en las regulaciones fiscales que los estímulos fiscales sean otorgados 
con base en criterios de eficiencia económica, no discriminación, temporalidad de-
finida y progresividad podrían garantizar un uso responsable y adecuado de los gas-
tos tributarios, es una buena forma de acercarse a tener gastos tributarios más fun-
damentados y transparentes. 

III. Colombia 

La Corte Constitucional de Colombia ha fijado algunos criterios que deben ser ob-
servados al momento de conceder beneficios fiscales. En la sentencia C-743/1536, 
determinó que las condonaciones de impuestos transgreden el principio de genera-
lidad tributaria, pues implican un trato diferenciado entre las personas contribuyen-
tes morosas y las cumplidas. 

Por lo tanto, consideró que cualquier condonación debía presumirse como inconsti-
tucional y que el estado debía justificar su legitimidad a través de un test de propor-
cionalidad en tres etapas: 

1. Examen de racionalidad: evaluar si la condonación constituye un medio eficaz que 
logra promoverlos fines legítimos del Estado. 

2. Examen de necesidad: comprobar que la condonación sea estrictamente necesa-
ria para la consecución de esos fines o si, por el contrario,existen alternativas facti-
bles más convenientes. 

3. Examen de ponderación: evaluar si los beneficios son mayores a los costos que 
supone la vía del perdón, en término de desigualdad, transparencia, eficiencia eco-
nómica administrativa.

En los últimos años existieron propuestas valiosas para sistematizar procesos de 
discusión, aprobación, evaluación (test de proporcionalidad constitucional) de los 
gastos tributarios, pero que no se incluyeron finalmente en los debates de la reforma 
tributaria. Dentro de las propuestas se contempló la publicación de un informe anual 
antes del 15 de agosto de cada año fiscal con una muestra aleatoria representativa 
y anónima de las declaraciones del impuesto sobre la renta y complementarios, así 
como del impuesto sobre las ventas (IVA) de personas naturales y jurídicas del año 
gravable inmediatamente anterior. 

Al mismo tiempo, se propuso que las administraciones encargadas realicen al 
menos una evaluación al año de un beneficio tributario (como rentas exentas, des-
cuentos tributarios, ingresos no constitutivos de renta y deducciones especiales). 
Estas evaluaciones debían priorizar los beneficios con los gastos tributarios más 
significativos y considerar si cumplen con los principios que rigen el sistema tribu-
tario nacional.

Por último, se formuló un artículo que contemplaba requisitos estrictos de creación 
de beneficios tributarios que disponían que, antes de crear un nuevo beneficio tribu-
tario, se debía realizar una revisión de requisitos y condiciones para considerar su 
idoneidad. Esto debía incluir la evaluación de si cumplía con los principios del siste-
ma tributario nacional, si era eficaz y si no existían otros instrumentos más eficien-
tes para lograr los objetivos. Además, se exigía la evaluación de los costos asocia-
dos a la creación del beneficio, como la pérdida de recaudo, la eficiencia administra-
tiva y económica, y los principios del sistema tributario.

IV. España 

En España, una parte importante de las políticas de gasto se instrumentan a través 
de beneficios fiscales. El conjunto de ellos supone una cuantía próxima a los 60.000 
millones de euros, 5 puntos del PIB.  En este contexto, en 2017, el gobierno español 
encargó a la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) un análisis 
exhaustivo (llamado “Spending Reviews37”) con el objetivo de evaluar una 13 benefi-
cios fiscales con un coste recaudatorio de 35.000 millones de euros (60% del total), 
para determinar si cumplían los objetivos para los que habían sido creados y detec-
tar si su existencia llevaba asociada algún tipo de externalidad o distorsión que hi-
ciera conveniente que resulte conveniente su reformulación.

En su evaluación, el trabajo de la AIReF se erige como un modelo de transparencia y 
rendición de cuentas en la administración de los beneficios fiscales, abriendo una 
vía para la mejora de la eficacia y la equidad en el sistema tributario del país. Se hace 
un estudio detallado por partida y aspecto de cada uno de los gastos tributarios para 
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La necesidad de avanzar con reformas en los sistemas fiscales que regulan la imple-
mentación y tratamiento de los gastos tributarios es un desafío común a todos los 
países de América Latina. 

La CEPAL, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la OCDE, y organiza-
ciones de derechos humanos de diferentes países, pusieron de manifiesto la nece-
sidad de implementar mejoras en los gastos tributarios para ampliar las oportunida-
des de desarrollo económico en la región. Hay consenso en que hay un mal manejo 
de estos gastos y que tienden a beneficiar sectores con altas rentas; son ineficien-
tes, no se prueba su efectividad ni su racionalidad, entre otras cosas.
En ese sentido, los organismos multilaterales de crédito y las organizaciones de 
cooperación técnica en materia económica, han sistematizado una serie de buenas 
prácticas33 dirigidas a reducir estos defectos y promover su transparencia y su efi-
cacia. Entre ellas se destacan la importancia de: 

1. asegurar su publicidad, informando sobre sus costos al 
menos anualmente, y sobre sus fundamentos y expectativas 
de resultados, de forma tal que puedan ser evaluados. Sus be-
neficiarios deben ser públicos; 

2. asumir el compromiso de dar beneficios fiscales o tratos dife-
renciales sólo mediante leyes tributarias, evitando recurrir a 
normas de menor jerarquía -que los priven del escrutinio es-
tricto del poder legislativo-. Asimismo, promover que su regu-

 
 lación sea lo más clara posible para la ciudadanía y para facili-

tar que las autoridades responsables de la recaudación los 
controlen e implementen;

3. tener un plazo cierto, pero es necesario de todas formas eva-
luar periódicamente si subsisten las condiciones que justifi-
can y aconsejan la implementación de dichas políticas; 

4. asegurar una implementación transparente del proceso por el 
cual las personas o empresas beneficiarias solicitan la aplica-
ción del gasto. Este punto debe encontrarse claramente regu-
lado para evitar instancias de negociación opacas, generar in-
formación adecuada para medir la efectividad del beneficio y 

 ser periódicamente auditados; e) asegurar su control desig-
nando una autoridad responsable de su supervisión, que no 
sólo evalúe sus costos sino que efectivamente evite superpo-
siciones e inconsistencias. En casos de países federales debe 
promoverse la coordinación con estados locales.

5. llevar adelante acciones de articulación regional que eviten la 
carrera a la baja a partir de exenciones o privilegios fiscales en la 
competencia entre países por incentivar inversiones externas

Puede afirmarse con certeza que los países de la comunidad internacional están 
lejos de alcanzar estos objetivos, independientemente de que los altos costos de 
los gastos tributarios es común denominador para todas las economías. Por ejem-
plo, de las 43 economías del G20 y la OCDE, 8 no han informado sobre sus gastos tri-
butarios en los últimos diez años, 26 han publicado un informe básico (por ejemplo, 
proporcionando estimaciones para un subconjunto reducido de disposiciones o es-
timaciones basadas únicamente en cifras agregadas) en los últimos diez años, y 
solo 9 países han publicado un informe detallado y completo de forma regular (Re-
donda y Neubig, 2018). 

El panorama no mejora cuando se observan las economías en desarrollo: tan sólo 
once de 54 países africanos publican cifras sobre gastos fiscales, y en la región de 
Asia Oriental y el Pacífico, solo Filipinas y Papúa Nueva Guinea computan y comuni-
can estimaciones de gastos fiscales (AfDB et al., 2017 y Banco Mundial, 2015). En 
América Latina, 16 de 23 países proporcionan al menos alguna información (Peláez 
Longinotti, 2017). 

Teniendo esto en cuenta, una posible solución para acercarse cada vez más a cum-
plir las metas que acerquen a los países a las buenas prácticas en torno a gastos tri-
butarios, es que los gobiernos compartan y comparen sus metodologías para esti-
mar el costo fiscal de los gastos tributarios. De esta forma, la evaluación conjunta y 
cooperativa de los distintos métodos para estimar los costos de los gastos tributa-
rios, podría posicionarnos en un mejor lugar. 

En sintonía con la relevancia de buscar inspiración en las acciones exitosas de otras 
naciones, este anexo aborda una serie de mejores prácticas y reformas tributarias 
llevadas a cabo en otros países como Perú, Colombia, México y España. Estas expe-
riencias, tenidas en cuenta para informar nuestras propuestas en Argentina, se fun-
damentaron en la adopción de enfoques transparentes y basados en datos, enfo-
ques esenciales para mejorar la gestión de los gastos tributarios en Argentina.

I. Perú 

En octubre de 2021, el Ministerio de Economía y Finanzas de Perú solicitó al Congre-
so que se le otorgue facultades legislativas al Ejecutivo, con el objetivo de plantear 
una reforma tributaria. La propuesta del Ministerio tenía como objetivos perfeccio-
nar las reglas generales para la dación de exoneraciones, incentivos o beneficios tri-
butarios, conforme a las recomendaciones de la OCDE, la ONU y la OEA.

Uno de los principales problemas que la reforma tributaria buscó atacar fue la redu-
cida recaudación de las obligaciones tributarias del Estado peruano (la presión tri-
butaria en Perú es 14%, cuando el promedio regional es 23%); en gran medida por la 
demora –o no pago– de los principales impuestos que sustentan su funcionamien-
to: el Impuesto General a las Ventas y el Impuesto a la Renta. Asimismo, en Perú el 
costo anual de la evasión tributaría es altísimo- De hecho, OXFAM asegura que el 
país pierde anualmente más de USD $1.200 millones en impuestos no pagados por 
capitales de las grandes corporaciones.

En ese contexto, el gobierno del presidente Castillo buscó implementar cambios 
normativos con el Decreto Legislativo N° 1521. Estas reformas estuvieron centradas 
mayormente en delimitar los requisitos para la incorporación y tratamiento de los  
gastos tributarios, modificando la Norma VII del título preliminar del código tributa-
rio.  En particular, buscaron mejorar la precisión de los objetivos, la vigencia y los al-
cances de los gastos tributarios, los sujetos beneficiarios, y los indicadores para 
evaluar su impacto, entre otros aspectos. 

El 22 de enero de 2022 se aprobó el Decreto Legislativo N° 1521 que reforma la 
Norma VII del título preliminar del código tributario. Lo interesante del Decreto es 
que recogió varias de las sugerencias promovidas a través de la campaña 12 Reco-
mendaciones para un Buen Sistema de Beneficios Tributarios,  impulsada en junio 
del 2019 por Ciudadanos al Día, una organización de la sociedad civil de Perú34, que 
a lo largo de tres años desarrolló una investigación exhaustiva sobre la cuestión de 
los gastos tributarios en el país. Esto demuestra que la articulación entre las organi-
zaciones de la sociedad civil y las autoridades con la potestad de ejercer reformas 
legislativas, puede arrojar resultados valiosos.

Dentro de la campaña de incidencia de Ciudadanos al Día, se produjeron sucesivos 
informes anuales, investigaciones sobre regímenes y exenciones sectoriales, como 
la Ley de promoción de la inversión en la Amazonía, y se crearon instrumentos para 
medir si los gastos tributarios vigentes habían alcanzado los objetivos y mecanis-
mos para evaluar la efectividad de los incentivos fiscales y en consecuencia tomar 
una decisión informada respecto de si había que mantenerlos o el contexto y los re-
sultados ameritaba su derogación.

Entre las modificaciones, el Decreto N° 1.521 delimitó que la creación de gastos tri-
butarios y otros beneficios debía estar sustentada en una Exposición de Motivos 
con sustento suficiente que demuestre que la medida era la más eficaz y eficiente 
respecto a otras opciones de política de gasto público considerando los objetivos 
propuestos. Al mismo tiempo, agregó la prohibición de que las exoneraciones, in-
centivos o beneficios tributarios no podían ser concedidos sobre impuestos selec-
tivos al consumo ni sobre bienes o servicios que dañen la salud y/o el medio ambien-
te. Por último, se dispuso que la Administración Tributaria debía publicar los datos 
de los beneficiarios exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios, en su sede 
digital35.

II.México
 
En México, la falta de regulación sobre los gastos tributarios ha dado lugar a la crea-
ción de este tipo de beneficios sin ningún tipo de análisis basado en evidencia. El 
caso más emblemático fue la amnistía fiscal de 2013, un programa masivo de con-
donación de impuestos que fue propuesto y aprobado por el Congreso. Cuando la 
constitucionalidad de esta amnistía fue cuestionada por un contribuyente cumplido 
y a quien, por lo tanto, no le pudieron condonar impuestos, la SCJN confirmó que el 
Poder Legislativo únicamente tenía la obligación de justificar a grandes rasgos la 
concesión de este tipo de beneficios fiscales.

Fundar México es un Centro de Análisis e Investigación que estudia las regulaciones 
fiscales en el país. Su informe más reciente del 2021 sugiere que una mejora notable 
para la regulación y control de los incentivos fiscales se daría si estos contaran con 
una cláusula de expiración o una fecha de vencimiento para revisarlos y, en su caso, 
renovarlos y discutir su aprobación como parte de las deliberaciones presupuesta-
les anuales, con mecanismos de participación ciudadana (Fundar, 2021).

Por otra parte, aunque existen casos en los que los gastos tributarios del Poder Eje-
cutivo son creados por un corto periodo, no existe la obligación de demostrar su 
efectividad con criterios claros y de evidencia para renovar su vigencia. Por ese mo-
tivo, es importante que las leyes dispongan claramente los requisitos que deben re-
unir los gastos tributarios al momento de ser incluidos en la Iniciativa de Ley de In-
gresos de la Federación (LIF), es decir, en la propuesta enviada por el Presidente de 
la República en torno a los ingresos que estima percibir el siguiente ejercicio fiscal. 

En este sentido, el artículo 26 de la LIF para el ejercicio fiscal 2020 estableció en ma-
teria de estímulos fiscales y facilidades administrativas que: “Los estímulos fisca-
les y las facilidades administrativas (…) se otorgarán con base en criterios de efi-
ciencia económica, no discriminación, temporalidad definida y progresividad. Para 
el otorgamiento de los estímulos fiscales deberá tomarse en cuenta si los objetivos 
pretendidos pudiesen alcanzarse de mejor manera con la política de gasto. Los cos-
tos para las finanzas públicas de las facilidades administrativas y los estímulos fis-
cales se especificarán en el Presupuesto de Gastos Fiscales”.

Establecer en las regulaciones fiscales que los estímulos fiscales sean otorgados 
con base en criterios de eficiencia económica, no discriminación, temporalidad de-
finida y progresividad podrían garantizar un uso responsable y adecuado de los gas-
tos tributarios, es una buena forma de acercarse a tener gastos tributarios más fun-
damentados y transparentes. 

III. Colombia 

La Corte Constitucional de Colombia ha fijado algunos criterios que deben ser ob-
servados al momento de conceder beneficios fiscales. En la sentencia C-743/1536, 
determinó que las condonaciones de impuestos transgreden el principio de genera-
lidad tributaria, pues implican un trato diferenciado entre las personas contribuyen-
tes morosas y las cumplidas. 

Por lo tanto, consideró que cualquier condonación debía presumirse como inconsti-
tucional y que el estado debía justificar su legitimidad a través de un test de propor-
cionalidad en tres etapas: 

1. Examen de racionalidad: evaluar si la condonación constituye un medio eficaz que 
logra promoverlos fines legítimos del Estado. 

2. Examen de necesidad: comprobar que la condonación sea estrictamente necesa-
ria para la consecución de esos fines o si, por el contrario,existen alternativas facti-
bles más convenientes. 

3. Examen de ponderación: evaluar si los beneficios son mayores a los costos que 
supone la vía del perdón, en término de desigualdad, transparencia, eficiencia eco-
nómica administrativa.

En los últimos años existieron propuestas valiosas para sistematizar procesos de 
discusión, aprobación, evaluación (test de proporcionalidad constitucional) de los 
gastos tributarios, pero que no se incluyeron finalmente en los debates de la reforma 
tributaria. Dentro de las propuestas se contempló la publicación de un informe anual 
antes del 15 de agosto de cada año fiscal con una muestra aleatoria representativa 
y anónima de las declaraciones del impuesto sobre la renta y complementarios, así 
como del impuesto sobre las ventas (IVA) de personas naturales y jurídicas del año 
gravable inmediatamente anterior. 

Al mismo tiempo, se propuso que las administraciones encargadas realicen al 
menos una evaluación al año de un beneficio tributario (como rentas exentas, des-
cuentos tributarios, ingresos no constitutivos de renta y deducciones especiales). 
Estas evaluaciones debían priorizar los beneficios con los gastos tributarios más 
significativos y considerar si cumplen con los principios que rigen el sistema tribu-
tario nacional.

Por último, se formuló un artículo que contemplaba requisitos estrictos de creación 
de beneficios tributarios que disponían que, antes de crear un nuevo beneficio tribu-
tario, se debía realizar una revisión de requisitos y condiciones para considerar su 
idoneidad. Esto debía incluir la evaluación de si cumplía con los principios del siste-
ma tributario nacional, si era eficaz y si no existían otros instrumentos más eficien-
tes para lograr los objetivos. Además, se exigía la evaluación de los costos asocia-
dos a la creación del beneficio, como la pérdida de recaudo, la eficiencia administra-
tiva y económica, y los principios del sistema tributario.

IV. España 

En España, una parte importante de las políticas de gasto se instrumentan a través 
de beneficios fiscales. El conjunto de ellos supone una cuantía próxima a los 60.000 
millones de euros, 5 puntos del PIB.  En este contexto, en 2017, el gobierno español 
encargó a la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) un análisis 
exhaustivo (llamado “Spending Reviews37”) con el objetivo de evaluar una 13 benefi-
cios fiscales con un coste recaudatorio de 35.000 millones de euros (60% del total), 
para determinar si cumplían los objetivos para los que habían sido creados y detec-
tar si su existencia llevaba asociada algún tipo de externalidad o distorsión que hi-
ciera conveniente que resulte conveniente su reformulación.

En su evaluación, el trabajo de la AIReF se erige como un modelo de transparencia y 
rendición de cuentas en la administración de los beneficios fiscales, abriendo una 
vía para la mejora de la eficacia y la equidad en el sistema tributario del país. Se hace 
un estudio detallado por partida y aspecto de cada uno de los gastos tributarios para 
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34. Ciudadanos al Día forma parte de un proyecto regional para la Investigación, Promoción y Aprendizaje del Gasto Tributario 
en América Latina - Proyecto LATERAL en sus siglas en inglés (Latin America Tax Expenditure Research, Advocacy, and Lear-
ning). El Proyecto LATERAL está conformado por 9 organizaciones de Argentina, Brasil, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guate-
mala, República Dominicana, México y Perú, de las que ACIJ forma parte.

35. Véase: https://www.sunat.gob.pe/estadisticasestudios/transparencia-Tributos-Ad.html. 

33



La necesidad de avanzar con reformas en los sistemas fiscales que regulan la imple-
mentación y tratamiento de los gastos tributarios es un desafío común a todos los 
países de América Latina. 

La CEPAL, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la OCDE, y organiza-
ciones de derechos humanos de diferentes países, pusieron de manifiesto la nece-
sidad de implementar mejoras en los gastos tributarios para ampliar las oportunida-
des de desarrollo económico en la región. Hay consenso en que hay un mal manejo 
de estos gastos y que tienden a beneficiar sectores con altas rentas; son ineficien-
tes, no se prueba su efectividad ni su racionalidad, entre otras cosas.
En ese sentido, los organismos multilaterales de crédito y las organizaciones de 
cooperación técnica en materia económica, han sistematizado una serie de buenas 
prácticas33 dirigidas a reducir estos defectos y promover su transparencia y su efi-
cacia. Entre ellas se destacan la importancia de: 

1. asegurar su publicidad, informando sobre sus costos al 
menos anualmente, y sobre sus fundamentos y expectativas 
de resultados, de forma tal que puedan ser evaluados. Sus be-
neficiarios deben ser públicos; 

2. asumir el compromiso de dar beneficios fiscales o tratos dife-
renciales sólo mediante leyes tributarias, evitando recurrir a 
normas de menor jerarquía -que los priven del escrutinio es-
tricto del poder legislativo-. Asimismo, promover que su regu-

 
 lación sea lo más clara posible para la ciudadanía y para facili-

tar que las autoridades responsables de la recaudación los 
controlen e implementen;

3. tener un plazo cierto, pero es necesario de todas formas eva-
luar periódicamente si subsisten las condiciones que justifi-
can y aconsejan la implementación de dichas políticas; 

4. asegurar una implementación transparente del proceso por el 
cual las personas o empresas beneficiarias solicitan la aplica-
ción del gasto. Este punto debe encontrarse claramente regu-
lado para evitar instancias de negociación opacas, generar in-
formación adecuada para medir la efectividad del beneficio y 

 ser periódicamente auditados; e) asegurar su control desig-
nando una autoridad responsable de su supervisión, que no 
sólo evalúe sus costos sino que efectivamente evite superpo-
siciones e inconsistencias. En casos de países federales debe 
promoverse la coordinación con estados locales.

5. llevar adelante acciones de articulación regional que eviten la 
carrera a la baja a partir de exenciones o privilegios fiscales en la 
competencia entre países por incentivar inversiones externas

Puede afirmarse con certeza que los países de la comunidad internacional están 
lejos de alcanzar estos objetivos, independientemente de que los altos costos de 
los gastos tributarios es común denominador para todas las economías. Por ejem-
plo, de las 43 economías del G20 y la OCDE, 8 no han informado sobre sus gastos tri-
butarios en los últimos diez años, 26 han publicado un informe básico (por ejemplo, 
proporcionando estimaciones para un subconjunto reducido de disposiciones o es-
timaciones basadas únicamente en cifras agregadas) en los últimos diez años, y 
solo 9 países han publicado un informe detallado y completo de forma regular (Re-
donda y Neubig, 2018). 

El panorama no mejora cuando se observan las economías en desarrollo: tan sólo 
once de 54 países africanos publican cifras sobre gastos fiscales, y en la región de 
Asia Oriental y el Pacífico, solo Filipinas y Papúa Nueva Guinea computan y comuni-
can estimaciones de gastos fiscales (AfDB et al., 2017 y Banco Mundial, 2015). En 
América Latina, 16 de 23 países proporcionan al menos alguna información (Peláez 
Longinotti, 2017). 

Teniendo esto en cuenta, una posible solución para acercarse cada vez más a cum-
plir las metas que acerquen a los países a las buenas prácticas en torno a gastos tri-
butarios, es que los gobiernos compartan y comparen sus metodologías para esti-
mar el costo fiscal de los gastos tributarios. De esta forma, la evaluación conjunta y 
cooperativa de los distintos métodos para estimar los costos de los gastos tributa-
rios, podría posicionarnos en un mejor lugar. 

En sintonía con la relevancia de buscar inspiración en las acciones exitosas de otras 
naciones, este anexo aborda una serie de mejores prácticas y reformas tributarias 
llevadas a cabo en otros países como Perú, Colombia, México y España. Estas expe-
riencias, tenidas en cuenta para informar nuestras propuestas en Argentina, se fun-
damentaron en la adopción de enfoques transparentes y basados en datos, enfo-
ques esenciales para mejorar la gestión de los gastos tributarios en Argentina.

I. Perú 

En octubre de 2021, el Ministerio de Economía y Finanzas de Perú solicitó al Congre-
so que se le otorgue facultades legislativas al Ejecutivo, con el objetivo de plantear 
una reforma tributaria. La propuesta del Ministerio tenía como objetivos perfeccio-
nar las reglas generales para la dación de exoneraciones, incentivos o beneficios tri-
butarios, conforme a las recomendaciones de la OCDE, la ONU y la OEA.

Uno de los principales problemas que la reforma tributaria buscó atacar fue la redu-
cida recaudación de las obligaciones tributarias del Estado peruano (la presión tri-
butaria en Perú es 14%, cuando el promedio regional es 23%); en gran medida por la 
demora –o no pago– de los principales impuestos que sustentan su funcionamien-
to: el Impuesto General a las Ventas y el Impuesto a la Renta. Asimismo, en Perú el 
costo anual de la evasión tributaría es altísimo- De hecho, OXFAM asegura que el 
país pierde anualmente más de USD $1.200 millones en impuestos no pagados por 
capitales de las grandes corporaciones.

En ese contexto, el gobierno del presidente Castillo buscó implementar cambios 
normativos con el Decreto Legislativo N° 1521. Estas reformas estuvieron centradas 
mayormente en delimitar los requisitos para la incorporación y tratamiento de los  
gastos tributarios, modificando la Norma VII del título preliminar del código tributa-
rio.  En particular, buscaron mejorar la precisión de los objetivos, la vigencia y los al-
cances de los gastos tributarios, los sujetos beneficiarios, y los indicadores para 
evaluar su impacto, entre otros aspectos. 

El 22 de enero de 2022 se aprobó el Decreto Legislativo N° 1521 que reforma la 
Norma VII del título preliminar del código tributario. Lo interesante del Decreto es 
que recogió varias de las sugerencias promovidas a través de la campaña 12 Reco-
mendaciones para un Buen Sistema de Beneficios Tributarios,  impulsada en junio 
del 2019 por Ciudadanos al Día, una organización de la sociedad civil de Perú34, que 
a lo largo de tres años desarrolló una investigación exhaustiva sobre la cuestión de 
los gastos tributarios en el país. Esto demuestra que la articulación entre las organi-
zaciones de la sociedad civil y las autoridades con la potestad de ejercer reformas 
legislativas, puede arrojar resultados valiosos.

Dentro de la campaña de incidencia de Ciudadanos al Día, se produjeron sucesivos 
informes anuales, investigaciones sobre regímenes y exenciones sectoriales, como 
la Ley de promoción de la inversión en la Amazonía, y se crearon instrumentos para 
medir si los gastos tributarios vigentes habían alcanzado los objetivos y mecanis-
mos para evaluar la efectividad de los incentivos fiscales y en consecuencia tomar 
una decisión informada respecto de si había que mantenerlos o el contexto y los re-
sultados ameritaba su derogación.

Entre las modificaciones, el Decreto N° 1.521 delimitó que la creación de gastos tri-
butarios y otros beneficios debía estar sustentada en una Exposición de Motivos 
con sustento suficiente que demuestre que la medida era la más eficaz y eficiente 
respecto a otras opciones de política de gasto público considerando los objetivos 
propuestos. Al mismo tiempo, agregó la prohibición de que las exoneraciones, in-
centivos o beneficios tributarios no podían ser concedidos sobre impuestos selec-
tivos al consumo ni sobre bienes o servicios que dañen la salud y/o el medio ambien-
te. Por último, se dispuso que la Administración Tributaria debía publicar los datos 
de los beneficiarios exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios, en su sede 
digital35.

II.México
 
En México, la falta de regulación sobre los gastos tributarios ha dado lugar a la crea-
ción de este tipo de beneficios sin ningún tipo de análisis basado en evidencia. El 
caso más emblemático fue la amnistía fiscal de 2013, un programa masivo de con-
donación de impuestos que fue propuesto y aprobado por el Congreso. Cuando la 
constitucionalidad de esta amnistía fue cuestionada por un contribuyente cumplido 
y a quien, por lo tanto, no le pudieron condonar impuestos, la SCJN confirmó que el 
Poder Legislativo únicamente tenía la obligación de justificar a grandes rasgos la 
concesión de este tipo de beneficios fiscales.

Fundar México es un Centro de Análisis e Investigación que estudia las regulaciones 
fiscales en el país. Su informe más reciente del 2021 sugiere que una mejora notable 
para la regulación y control de los incentivos fiscales se daría si estos contaran con 
una cláusula de expiración o una fecha de vencimiento para revisarlos y, en su caso, 
renovarlos y discutir su aprobación como parte de las deliberaciones presupuesta-
les anuales, con mecanismos de participación ciudadana (Fundar, 2021).

Por otra parte, aunque existen casos en los que los gastos tributarios del Poder Eje-
cutivo son creados por un corto periodo, no existe la obligación de demostrar su 
efectividad con criterios claros y de evidencia para renovar su vigencia. Por ese mo-
tivo, es importante que las leyes dispongan claramente los requisitos que deben re-
unir los gastos tributarios al momento de ser incluidos en la Iniciativa de Ley de In-
gresos de la Federación (LIF), es decir, en la propuesta enviada por el Presidente de 
la República en torno a los ingresos que estima percibir el siguiente ejercicio fiscal. 

En este sentido, el artículo 26 de la LIF para el ejercicio fiscal 2020 estableció en ma-
teria de estímulos fiscales y facilidades administrativas que: “Los estímulos fisca-
les y las facilidades administrativas (…) se otorgarán con base en criterios de efi-
ciencia económica, no discriminación, temporalidad definida y progresividad. Para 
el otorgamiento de los estímulos fiscales deberá tomarse en cuenta si los objetivos 
pretendidos pudiesen alcanzarse de mejor manera con la política de gasto. Los cos-
tos para las finanzas públicas de las facilidades administrativas y los estímulos fis-
cales se especificarán en el Presupuesto de Gastos Fiscales”.

Establecer en las regulaciones fiscales que los estímulos fiscales sean otorgados 
con base en criterios de eficiencia económica, no discriminación, temporalidad de-
finida y progresividad podrían garantizar un uso responsable y adecuado de los gas-
tos tributarios, es una buena forma de acercarse a tener gastos tributarios más fun-
damentados y transparentes. 

III. Colombia 

La Corte Constitucional de Colombia ha fijado algunos criterios que deben ser ob-
servados al momento de conceder beneficios fiscales. En la sentencia C-743/1536, 
determinó que las condonaciones de impuestos transgreden el principio de genera-
lidad tributaria, pues implican un trato diferenciado entre las personas contribuyen-
tes morosas y las cumplidas. 

Por lo tanto, consideró que cualquier condonación debía presumirse como inconsti-
tucional y que el estado debía justificar su legitimidad a través de un test de propor-
cionalidad en tres etapas: 

1. Examen de racionalidad: evaluar si la condonación constituye un medio eficaz que 
logra promoverlos fines legítimos del Estado. 

2. Examen de necesidad: comprobar que la condonación sea estrictamente necesa-
ria para la consecución de esos fines o si, por el contrario,existen alternativas facti-
bles más convenientes. 

3. Examen de ponderación: evaluar si los beneficios son mayores a los costos que 
supone la vía del perdón, en término de desigualdad, transparencia, eficiencia eco-
nómica administrativa.

En los últimos años existieron propuestas valiosas para sistematizar procesos de 
discusión, aprobación, evaluación (test de proporcionalidad constitucional) de los 
gastos tributarios, pero que no se incluyeron finalmente en los debates de la reforma 
tributaria. Dentro de las propuestas se contempló la publicación de un informe anual 
antes del 15 de agosto de cada año fiscal con una muestra aleatoria representativa 
y anónima de las declaraciones del impuesto sobre la renta y complementarios, así 
como del impuesto sobre las ventas (IVA) de personas naturales y jurídicas del año 
gravable inmediatamente anterior. 

Al mismo tiempo, se propuso que las administraciones encargadas realicen al 
menos una evaluación al año de un beneficio tributario (como rentas exentas, des-
cuentos tributarios, ingresos no constitutivos de renta y deducciones especiales). 
Estas evaluaciones debían priorizar los beneficios con los gastos tributarios más 
significativos y considerar si cumplen con los principios que rigen el sistema tribu-
tario nacional.

Por último, se formuló un artículo que contemplaba requisitos estrictos de creación 
de beneficios tributarios que disponían que, antes de crear un nuevo beneficio tribu-
tario, se debía realizar una revisión de requisitos y condiciones para considerar su 
idoneidad. Esto debía incluir la evaluación de si cumplía con los principios del siste-
ma tributario nacional, si era eficaz y si no existían otros instrumentos más eficien-
tes para lograr los objetivos. Además, se exigía la evaluación de los costos asocia-
dos a la creación del beneficio, como la pérdida de recaudo, la eficiencia administra-
tiva y económica, y los principios del sistema tributario.

IV. España 

En España, una parte importante de las políticas de gasto se instrumentan a través 
de beneficios fiscales. El conjunto de ellos supone una cuantía próxima a los 60.000 
millones de euros, 5 puntos del PIB.  En este contexto, en 2017, el gobierno español 
encargó a la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) un análisis 
exhaustivo (llamado “Spending Reviews37”) con el objetivo de evaluar una 13 benefi-
cios fiscales con un coste recaudatorio de 35.000 millones de euros (60% del total), 
para determinar si cumplían los objetivos para los que habían sido creados y detec-
tar si su existencia llevaba asociada algún tipo de externalidad o distorsión que hi-
ciera conveniente que resulte conveniente su reformulación.

En su evaluación, el trabajo de la AIReF se erige como un modelo de transparencia y 
rendición de cuentas en la administración de los beneficios fiscales, abriendo una 
vía para la mejora de la eficacia y la equidad en el sistema tributario del país. Se hace 
un estudio detallado por partida y aspecto de cada uno de los gastos tributarios para 
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La necesidad de avanzar con reformas en los sistemas fiscales que regulan la imple-
mentación y tratamiento de los gastos tributarios es un desafío común a todos los 
países de América Latina. 

La CEPAL, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la OCDE, y organiza-
ciones de derechos humanos de diferentes países, pusieron de manifiesto la nece-
sidad de implementar mejoras en los gastos tributarios para ampliar las oportunida-
des de desarrollo económico en la región. Hay consenso en que hay un mal manejo 
de estos gastos y que tienden a beneficiar sectores con altas rentas; son ineficien-
tes, no se prueba su efectividad ni su racionalidad, entre otras cosas.
En ese sentido, los organismos multilaterales de crédito y las organizaciones de 
cooperación técnica en materia económica, han sistematizado una serie de buenas 
prácticas33 dirigidas a reducir estos defectos y promover su transparencia y su efi-
cacia. Entre ellas se destacan la importancia de: 

1. asegurar su publicidad, informando sobre sus costos al 
menos anualmente, y sobre sus fundamentos y expectativas 
de resultados, de forma tal que puedan ser evaluados. Sus be-
neficiarios deben ser públicos; 

2. asumir el compromiso de dar beneficios fiscales o tratos dife-
renciales sólo mediante leyes tributarias, evitando recurrir a 
normas de menor jerarquía -que los priven del escrutinio es-
tricto del poder legislativo-. Asimismo, promover que su regu-

 
 lación sea lo más clara posible para la ciudadanía y para facili-

tar que las autoridades responsables de la recaudación los 
controlen e implementen;

3. tener un plazo cierto, pero es necesario de todas formas eva-
luar periódicamente si subsisten las condiciones que justifi-
can y aconsejan la implementación de dichas políticas; 

4. asegurar una implementación transparente del proceso por el 
cual las personas o empresas beneficiarias solicitan la aplica-
ción del gasto. Este punto debe encontrarse claramente regu-
lado para evitar instancias de negociación opacas, generar in-
formación adecuada para medir la efectividad del beneficio y 

 ser periódicamente auditados; e) asegurar su control desig-
nando una autoridad responsable de su supervisión, que no 
sólo evalúe sus costos sino que efectivamente evite superpo-
siciones e inconsistencias. En casos de países federales debe 
promoverse la coordinación con estados locales.

5. llevar adelante acciones de articulación regional que eviten la 
carrera a la baja a partir de exenciones o privilegios fiscales en la 
competencia entre países por incentivar inversiones externas

Puede afirmarse con certeza que los países de la comunidad internacional están 
lejos de alcanzar estos objetivos, independientemente de que los altos costos de 
los gastos tributarios es común denominador para todas las economías. Por ejem-
plo, de las 43 economías del G20 y la OCDE, 8 no han informado sobre sus gastos tri-
butarios en los últimos diez años, 26 han publicado un informe básico (por ejemplo, 
proporcionando estimaciones para un subconjunto reducido de disposiciones o es-
timaciones basadas únicamente en cifras agregadas) en los últimos diez años, y 
solo 9 países han publicado un informe detallado y completo de forma regular (Re-
donda y Neubig, 2018). 

El panorama no mejora cuando se observan las economías en desarrollo: tan sólo 
once de 54 países africanos publican cifras sobre gastos fiscales, y en la región de 
Asia Oriental y el Pacífico, solo Filipinas y Papúa Nueva Guinea computan y comuni-
can estimaciones de gastos fiscales (AfDB et al., 2017 y Banco Mundial, 2015). En 
América Latina, 16 de 23 países proporcionan al menos alguna información (Peláez 
Longinotti, 2017). 

Teniendo esto en cuenta, una posible solución para acercarse cada vez más a cum-
plir las metas que acerquen a los países a las buenas prácticas en torno a gastos tri-
butarios, es que los gobiernos compartan y comparen sus metodologías para esti-
mar el costo fiscal de los gastos tributarios. De esta forma, la evaluación conjunta y 
cooperativa de los distintos métodos para estimar los costos de los gastos tributa-
rios, podría posicionarnos en un mejor lugar. 

En sintonía con la relevancia de buscar inspiración en las acciones exitosas de otras 
naciones, este anexo aborda una serie de mejores prácticas y reformas tributarias 
llevadas a cabo en otros países como Perú, Colombia, México y España. Estas expe-
riencias, tenidas en cuenta para informar nuestras propuestas en Argentina, se fun-
damentaron en la adopción de enfoques transparentes y basados en datos, enfo-
ques esenciales para mejorar la gestión de los gastos tributarios en Argentina.

I. Perú 

En octubre de 2021, el Ministerio de Economía y Finanzas de Perú solicitó al Congre-
so que se le otorgue facultades legislativas al Ejecutivo, con el objetivo de plantear 
una reforma tributaria. La propuesta del Ministerio tenía como objetivos perfeccio-
nar las reglas generales para la dación de exoneraciones, incentivos o beneficios tri-
butarios, conforme a las recomendaciones de la OCDE, la ONU y la OEA.

Uno de los principales problemas que la reforma tributaria buscó atacar fue la redu-
cida recaudación de las obligaciones tributarias del Estado peruano (la presión tri-
butaria en Perú es 14%, cuando el promedio regional es 23%); en gran medida por la 
demora –o no pago– de los principales impuestos que sustentan su funcionamien-
to: el Impuesto General a las Ventas y el Impuesto a la Renta. Asimismo, en Perú el 
costo anual de la evasión tributaría es altísimo- De hecho, OXFAM asegura que el 
país pierde anualmente más de USD $1.200 millones en impuestos no pagados por 
capitales de las grandes corporaciones.

En ese contexto, el gobierno del presidente Castillo buscó implementar cambios 
normativos con el Decreto Legislativo N° 1521. Estas reformas estuvieron centradas 
mayormente en delimitar los requisitos para la incorporación y tratamiento de los  
gastos tributarios, modificando la Norma VII del título preliminar del código tributa-
rio.  En particular, buscaron mejorar la precisión de los objetivos, la vigencia y los al-
cances de los gastos tributarios, los sujetos beneficiarios, y los indicadores para 
evaluar su impacto, entre otros aspectos. 

El 22 de enero de 2022 se aprobó el Decreto Legislativo N° 1521 que reforma la 
Norma VII del título preliminar del código tributario. Lo interesante del Decreto es 
que recogió varias de las sugerencias promovidas a través de la campaña 12 Reco-
mendaciones para un Buen Sistema de Beneficios Tributarios,  impulsada en junio 
del 2019 por Ciudadanos al Día, una organización de la sociedad civil de Perú34, que 
a lo largo de tres años desarrolló una investigación exhaustiva sobre la cuestión de 
los gastos tributarios en el país. Esto demuestra que la articulación entre las organi-
zaciones de la sociedad civil y las autoridades con la potestad de ejercer reformas 
legislativas, puede arrojar resultados valiosos.

Dentro de la campaña de incidencia de Ciudadanos al Día, se produjeron sucesivos 
informes anuales, investigaciones sobre regímenes y exenciones sectoriales, como 
la Ley de promoción de la inversión en la Amazonía, y se crearon instrumentos para 
medir si los gastos tributarios vigentes habían alcanzado los objetivos y mecanis-
mos para evaluar la efectividad de los incentivos fiscales y en consecuencia tomar 
una decisión informada respecto de si había que mantenerlos o el contexto y los re-
sultados ameritaba su derogación.

Entre las modificaciones, el Decreto N° 1.521 delimitó que la creación de gastos tri-
butarios y otros beneficios debía estar sustentada en una Exposición de Motivos 
con sustento suficiente que demuestre que la medida era la más eficaz y eficiente 
respecto a otras opciones de política de gasto público considerando los objetivos 
propuestos. Al mismo tiempo, agregó la prohibición de que las exoneraciones, in-
centivos o beneficios tributarios no podían ser concedidos sobre impuestos selec-
tivos al consumo ni sobre bienes o servicios que dañen la salud y/o el medio ambien-
te. Por último, se dispuso que la Administración Tributaria debía publicar los datos 
de los beneficiarios exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios, en su sede 
digital35.

II.México
 
En México, la falta de regulación sobre los gastos tributarios ha dado lugar a la crea-
ción de este tipo de beneficios sin ningún tipo de análisis basado en evidencia. El 
caso más emblemático fue la amnistía fiscal de 2013, un programa masivo de con-
donación de impuestos que fue propuesto y aprobado por el Congreso. Cuando la 
constitucionalidad de esta amnistía fue cuestionada por un contribuyente cumplido 
y a quien, por lo tanto, no le pudieron condonar impuestos, la SCJN confirmó que el 
Poder Legislativo únicamente tenía la obligación de justificar a grandes rasgos la 
concesión de este tipo de beneficios fiscales.

Fundar México es un Centro de Análisis e Investigación que estudia las regulaciones 
fiscales en el país. Su informe más reciente del 2021 sugiere que una mejora notable 
para la regulación y control de los incentivos fiscales se daría si estos contaran con 
una cláusula de expiración o una fecha de vencimiento para revisarlos y, en su caso, 
renovarlos y discutir su aprobación como parte de las deliberaciones presupuesta-
les anuales, con mecanismos de participación ciudadana (Fundar, 2021).

Por otra parte, aunque existen casos en los que los gastos tributarios del Poder Eje-
cutivo son creados por un corto periodo, no existe la obligación de demostrar su 
efectividad con criterios claros y de evidencia para renovar su vigencia. Por ese mo-
tivo, es importante que las leyes dispongan claramente los requisitos que deben re-
unir los gastos tributarios al momento de ser incluidos en la Iniciativa de Ley de In-
gresos de la Federación (LIF), es decir, en la propuesta enviada por el Presidente de 
la República en torno a los ingresos que estima percibir el siguiente ejercicio fiscal. 

En este sentido, el artículo 26 de la LIF para el ejercicio fiscal 2020 estableció en ma-
teria de estímulos fiscales y facilidades administrativas que: “Los estímulos fisca-
les y las facilidades administrativas (…) se otorgarán con base en criterios de efi-
ciencia económica, no discriminación, temporalidad definida y progresividad. Para 
el otorgamiento de los estímulos fiscales deberá tomarse en cuenta si los objetivos 
pretendidos pudiesen alcanzarse de mejor manera con la política de gasto. Los cos-
tos para las finanzas públicas de las facilidades administrativas y los estímulos fis-
cales se especificarán en el Presupuesto de Gastos Fiscales”.

Establecer en las regulaciones fiscales que los estímulos fiscales sean otorgados 
con base en criterios de eficiencia económica, no discriminación, temporalidad de-
finida y progresividad podrían garantizar un uso responsable y adecuado de los gas-
tos tributarios, es una buena forma de acercarse a tener gastos tributarios más fun-
damentados y transparentes. 

III. Colombia 

La Corte Constitucional de Colombia ha fijado algunos criterios que deben ser ob-
servados al momento de conceder beneficios fiscales. En la sentencia C-743/1536, 
determinó que las condonaciones de impuestos transgreden el principio de genera-
lidad tributaria, pues implican un trato diferenciado entre las personas contribuyen-
tes morosas y las cumplidas. 

Por lo tanto, consideró que cualquier condonación debía presumirse como inconsti-
tucional y que el estado debía justificar su legitimidad a través de un test de propor-
cionalidad en tres etapas: 

1. Examen de racionalidad: evaluar si la condonación constituye un medio eficaz que 
logra promoverlos fines legítimos del Estado. 

2. Examen de necesidad: comprobar que la condonación sea estrictamente necesa-
ria para la consecución de esos fines o si, por el contrario,existen alternativas facti-
bles más convenientes. 

3. Examen de ponderación: evaluar si los beneficios son mayores a los costos que 
supone la vía del perdón, en término de desigualdad, transparencia, eficiencia eco-
nómica administrativa.

En los últimos años existieron propuestas valiosas para sistematizar procesos de 
discusión, aprobación, evaluación (test de proporcionalidad constitucional) de los 
gastos tributarios, pero que no se incluyeron finalmente en los debates de la reforma 
tributaria. Dentro de las propuestas se contempló la publicación de un informe anual 
antes del 15 de agosto de cada año fiscal con una muestra aleatoria representativa 
y anónima de las declaraciones del impuesto sobre la renta y complementarios, así 
como del impuesto sobre las ventas (IVA) de personas naturales y jurídicas del año 
gravable inmediatamente anterior. 

Al mismo tiempo, se propuso que las administraciones encargadas realicen al 
menos una evaluación al año de un beneficio tributario (como rentas exentas, des-
cuentos tributarios, ingresos no constitutivos de renta y deducciones especiales). 
Estas evaluaciones debían priorizar los beneficios con los gastos tributarios más 
significativos y considerar si cumplen con los principios que rigen el sistema tribu-
tario nacional.

Por último, se formuló un artículo que contemplaba requisitos estrictos de creación 
de beneficios tributarios que disponían que, antes de crear un nuevo beneficio tribu-
tario, se debía realizar una revisión de requisitos y condiciones para considerar su 
idoneidad. Esto debía incluir la evaluación de si cumplía con los principios del siste-
ma tributario nacional, si era eficaz y si no existían otros instrumentos más eficien-
tes para lograr los objetivos. Además, se exigía la evaluación de los costos asocia-
dos a la creación del beneficio, como la pérdida de recaudo, la eficiencia administra-
tiva y económica, y los principios del sistema tributario.

IV. España 

En España, una parte importante de las políticas de gasto se instrumentan a través 
de beneficios fiscales. El conjunto de ellos supone una cuantía próxima a los 60.000 
millones de euros, 5 puntos del PIB.  En este contexto, en 2017, el gobierno español 
encargó a la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) un análisis 
exhaustivo (llamado “Spending Reviews37”) con el objetivo de evaluar una 13 benefi-
cios fiscales con un coste recaudatorio de 35.000 millones de euros (60% del total), 
para determinar si cumplían los objetivos para los que habían sido creados y detec-
tar si su existencia llevaba asociada algún tipo de externalidad o distorsión que hi-
ciera conveniente que resulte conveniente su reformulación.

En su evaluación, el trabajo de la AIReF se erige como un modelo de transparencia y 
rendición de cuentas en la administración de los beneficios fiscales, abriendo una 
vía para la mejora de la eficacia y la equidad en el sistema tributario del país. Se hace 
un estudio detallado por partida y aspecto de cada uno de los gastos tributarios para 

36. Véase en: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2015/C-743-15.htm 
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La necesidad de avanzar con reformas en los sistemas fiscales que regulan la imple-
mentación y tratamiento de los gastos tributarios es un desafío común a todos los 
países de América Latina. 

La CEPAL, el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional, la OCDE, y organiza-
ciones de derechos humanos de diferentes países, pusieron de manifiesto la nece-
sidad de implementar mejoras en los gastos tributarios para ampliar las oportunida-
des de desarrollo económico en la región. Hay consenso en que hay un mal manejo 
de estos gastos y que tienden a beneficiar sectores con altas rentas; son ineficien-
tes, no se prueba su efectividad ni su racionalidad, entre otras cosas.
En ese sentido, los organismos multilaterales de crédito y las organizaciones de 
cooperación técnica en materia económica, han sistematizado una serie de buenas 
prácticas33 dirigidas a reducir estos defectos y promover su transparencia y su efi-
cacia. Entre ellas se destacan la importancia de: 

1. asegurar su publicidad, informando sobre sus costos al 
menos anualmente, y sobre sus fundamentos y expectativas 
de resultados, de forma tal que puedan ser evaluados. Sus be-
neficiarios deben ser públicos; 

2. asumir el compromiso de dar beneficios fiscales o tratos dife-
renciales sólo mediante leyes tributarias, evitando recurrir a 
normas de menor jerarquía -que los priven del escrutinio es-
tricto del poder legislativo-. Asimismo, promover que su regu-

 
 lación sea lo más clara posible para la ciudadanía y para facili-

tar que las autoridades responsables de la recaudación los 
controlen e implementen;

3. tener un plazo cierto, pero es necesario de todas formas eva-
luar periódicamente si subsisten las condiciones que justifi-
can y aconsejan la implementación de dichas políticas; 

4. asegurar una implementación transparente del proceso por el 
cual las personas o empresas beneficiarias solicitan la aplica-
ción del gasto. Este punto debe encontrarse claramente regu-
lado para evitar instancias de negociación opacas, generar in-
formación adecuada para medir la efectividad del beneficio y 

 ser periódicamente auditados; e) asegurar su control desig-
nando una autoridad responsable de su supervisión, que no 
sólo evalúe sus costos sino que efectivamente evite superpo-
siciones e inconsistencias. En casos de países federales debe 
promoverse la coordinación con estados locales.

5. llevar adelante acciones de articulación regional que eviten la 
carrera a la baja a partir de exenciones o privilegios fiscales en la 
competencia entre países por incentivar inversiones externas

Puede afirmarse con certeza que los países de la comunidad internacional están 
lejos de alcanzar estos objetivos, independientemente de que los altos costos de 
los gastos tributarios es común denominador para todas las economías. Por ejem-
plo, de las 43 economías del G20 y la OCDE, 8 no han informado sobre sus gastos tri-
butarios en los últimos diez años, 26 han publicado un informe básico (por ejemplo, 
proporcionando estimaciones para un subconjunto reducido de disposiciones o es-
timaciones basadas únicamente en cifras agregadas) en los últimos diez años, y 
solo 9 países han publicado un informe detallado y completo de forma regular (Re-
donda y Neubig, 2018). 

El panorama no mejora cuando se observan las economías en desarrollo: tan sólo 
once de 54 países africanos publican cifras sobre gastos fiscales, y en la región de 
Asia Oriental y el Pacífico, solo Filipinas y Papúa Nueva Guinea computan y comuni-
can estimaciones de gastos fiscales (AfDB et al., 2017 y Banco Mundial, 2015). En 
América Latina, 16 de 23 países proporcionan al menos alguna información (Peláez 
Longinotti, 2017). 

Teniendo esto en cuenta, una posible solución para acercarse cada vez más a cum-
plir las metas que acerquen a los países a las buenas prácticas en torno a gastos tri-
butarios, es que los gobiernos compartan y comparen sus metodologías para esti-
mar el costo fiscal de los gastos tributarios. De esta forma, la evaluación conjunta y 
cooperativa de los distintos métodos para estimar los costos de los gastos tributa-
rios, podría posicionarnos en un mejor lugar. 

En sintonía con la relevancia de buscar inspiración en las acciones exitosas de otras 
naciones, este anexo aborda una serie de mejores prácticas y reformas tributarias 
llevadas a cabo en otros países como Perú, Colombia, México y España. Estas expe-
riencias, tenidas en cuenta para informar nuestras propuestas en Argentina, se fun-
damentaron en la adopción de enfoques transparentes y basados en datos, enfo-
ques esenciales para mejorar la gestión de los gastos tributarios en Argentina.

I. Perú 

En octubre de 2021, el Ministerio de Economía y Finanzas de Perú solicitó al Congre-
so que se le otorgue facultades legislativas al Ejecutivo, con el objetivo de plantear 
una reforma tributaria. La propuesta del Ministerio tenía como objetivos perfeccio-
nar las reglas generales para la dación de exoneraciones, incentivos o beneficios tri-
butarios, conforme a las recomendaciones de la OCDE, la ONU y la OEA.

Uno de los principales problemas que la reforma tributaria buscó atacar fue la redu-
cida recaudación de las obligaciones tributarias del Estado peruano (la presión tri-
butaria en Perú es 14%, cuando el promedio regional es 23%); en gran medida por la 
demora –o no pago– de los principales impuestos que sustentan su funcionamien-
to: el Impuesto General a las Ventas y el Impuesto a la Renta. Asimismo, en Perú el 
costo anual de la evasión tributaría es altísimo- De hecho, OXFAM asegura que el 
país pierde anualmente más de USD $1.200 millones en impuestos no pagados por 
capitales de las grandes corporaciones.

En ese contexto, el gobierno del presidente Castillo buscó implementar cambios 
normativos con el Decreto Legislativo N° 1521. Estas reformas estuvieron centradas 
mayormente en delimitar los requisitos para la incorporación y tratamiento de los  
gastos tributarios, modificando la Norma VII del título preliminar del código tributa-
rio.  En particular, buscaron mejorar la precisión de los objetivos, la vigencia y los al-
cances de los gastos tributarios, los sujetos beneficiarios, y los indicadores para 
evaluar su impacto, entre otros aspectos. 

El 22 de enero de 2022 se aprobó el Decreto Legislativo N° 1521 que reforma la 
Norma VII del título preliminar del código tributario. Lo interesante del Decreto es 
que recogió varias de las sugerencias promovidas a través de la campaña 12 Reco-
mendaciones para un Buen Sistema de Beneficios Tributarios,  impulsada en junio 
del 2019 por Ciudadanos al Día, una organización de la sociedad civil de Perú34, que 
a lo largo de tres años desarrolló una investigación exhaustiva sobre la cuestión de 
los gastos tributarios en el país. Esto demuestra que la articulación entre las organi-
zaciones de la sociedad civil y las autoridades con la potestad de ejercer reformas 
legislativas, puede arrojar resultados valiosos.

Dentro de la campaña de incidencia de Ciudadanos al Día, se produjeron sucesivos 
informes anuales, investigaciones sobre regímenes y exenciones sectoriales, como 
la Ley de promoción de la inversión en la Amazonía, y se crearon instrumentos para 
medir si los gastos tributarios vigentes habían alcanzado los objetivos y mecanis-
mos para evaluar la efectividad de los incentivos fiscales y en consecuencia tomar 
una decisión informada respecto de si había que mantenerlos o el contexto y los re-
sultados ameritaba su derogación.

Entre las modificaciones, el Decreto N° 1.521 delimitó que la creación de gastos tri-
butarios y otros beneficios debía estar sustentada en una Exposición de Motivos 
con sustento suficiente que demuestre que la medida era la más eficaz y eficiente 
respecto a otras opciones de política de gasto público considerando los objetivos 
propuestos. Al mismo tiempo, agregó la prohibición de que las exoneraciones, in-
centivos o beneficios tributarios no podían ser concedidos sobre impuestos selec-
tivos al consumo ni sobre bienes o servicios que dañen la salud y/o el medio ambien-
te. Por último, se dispuso que la Administración Tributaria debía publicar los datos 
de los beneficiarios exoneraciones, incentivos o beneficios tributarios, en su sede 
digital35.

II.México
 
En México, la falta de regulación sobre los gastos tributarios ha dado lugar a la crea-
ción de este tipo de beneficios sin ningún tipo de análisis basado en evidencia. El 
caso más emblemático fue la amnistía fiscal de 2013, un programa masivo de con-
donación de impuestos que fue propuesto y aprobado por el Congreso. Cuando la 
constitucionalidad de esta amnistía fue cuestionada por un contribuyente cumplido 
y a quien, por lo tanto, no le pudieron condonar impuestos, la SCJN confirmó que el 
Poder Legislativo únicamente tenía la obligación de justificar a grandes rasgos la 
concesión de este tipo de beneficios fiscales.

Fundar México es un Centro de Análisis e Investigación que estudia las regulaciones 
fiscales en el país. Su informe más reciente del 2021 sugiere que una mejora notable 
para la regulación y control de los incentivos fiscales se daría si estos contaran con 
una cláusula de expiración o una fecha de vencimiento para revisarlos y, en su caso, 
renovarlos y discutir su aprobación como parte de las deliberaciones presupuesta-
les anuales, con mecanismos de participación ciudadana (Fundar, 2021).

Por otra parte, aunque existen casos en los que los gastos tributarios del Poder Eje-
cutivo son creados por un corto periodo, no existe la obligación de demostrar su 
efectividad con criterios claros y de evidencia para renovar su vigencia. Por ese mo-
tivo, es importante que las leyes dispongan claramente los requisitos que deben re-
unir los gastos tributarios al momento de ser incluidos en la Iniciativa de Ley de In-
gresos de la Federación (LIF), es decir, en la propuesta enviada por el Presidente de 
la República en torno a los ingresos que estima percibir el siguiente ejercicio fiscal. 

En este sentido, el artículo 26 de la LIF para el ejercicio fiscal 2020 estableció en ma-
teria de estímulos fiscales y facilidades administrativas que: “Los estímulos fisca-
les y las facilidades administrativas (…) se otorgarán con base en criterios de efi-
ciencia económica, no discriminación, temporalidad definida y progresividad. Para 
el otorgamiento de los estímulos fiscales deberá tomarse en cuenta si los objetivos 
pretendidos pudiesen alcanzarse de mejor manera con la política de gasto. Los cos-
tos para las finanzas públicas de las facilidades administrativas y los estímulos fis-
cales se especificarán en el Presupuesto de Gastos Fiscales”.

Establecer en las regulaciones fiscales que los estímulos fiscales sean otorgados 
con base en criterios de eficiencia económica, no discriminación, temporalidad de-
finida y progresividad podrían garantizar un uso responsable y adecuado de los gas-
tos tributarios, es una buena forma de acercarse a tener gastos tributarios más fun-
damentados y transparentes. 

III. Colombia 

La Corte Constitucional de Colombia ha fijado algunos criterios que deben ser ob-
servados al momento de conceder beneficios fiscales. En la sentencia C-743/1536, 
determinó que las condonaciones de impuestos transgreden el principio de genera-
lidad tributaria, pues implican un trato diferenciado entre las personas contribuyen-
tes morosas y las cumplidas. 

Por lo tanto, consideró que cualquier condonación debía presumirse como inconsti-
tucional y que el estado debía justificar su legitimidad a través de un test de propor-
cionalidad en tres etapas: 

1. Examen de racionalidad: evaluar si la condonación constituye un medio eficaz que 
logra promoverlos fines legítimos del Estado. 

2. Examen de necesidad: comprobar que la condonación sea estrictamente necesa-
ria para la consecución de esos fines o si, por el contrario,existen alternativas facti-
bles más convenientes. 

3. Examen de ponderación: evaluar si los beneficios son mayores a los costos que 
supone la vía del perdón, en término de desigualdad, transparencia, eficiencia eco-
nómica administrativa.

En los últimos años existieron propuestas valiosas para sistematizar procesos de 
discusión, aprobación, evaluación (test de proporcionalidad constitucional) de los 
gastos tributarios, pero que no se incluyeron finalmente en los debates de la reforma 
tributaria. Dentro de las propuestas se contempló la publicación de un informe anual 
antes del 15 de agosto de cada año fiscal con una muestra aleatoria representativa 
y anónima de las declaraciones del impuesto sobre la renta y complementarios, así 
como del impuesto sobre las ventas (IVA) de personas naturales y jurídicas del año 
gravable inmediatamente anterior. 

Al mismo tiempo, se propuso que las administraciones encargadas realicen al 
menos una evaluación al año de un beneficio tributario (como rentas exentas, des-
cuentos tributarios, ingresos no constitutivos de renta y deducciones especiales). 
Estas evaluaciones debían priorizar los beneficios con los gastos tributarios más 
significativos y considerar si cumplen con los principios que rigen el sistema tribu-
tario nacional.

Por último, se formuló un artículo que contemplaba requisitos estrictos de creación 
de beneficios tributarios que disponían que, antes de crear un nuevo beneficio tribu-
tario, se debía realizar una revisión de requisitos y condiciones para considerar su 
idoneidad. Esto debía incluir la evaluación de si cumplía con los principios del siste-
ma tributario nacional, si era eficaz y si no existían otros instrumentos más eficien-
tes para lograr los objetivos. Además, se exigía la evaluación de los costos asocia-
dos a la creación del beneficio, como la pérdida de recaudo, la eficiencia administra-
tiva y económica, y los principios del sistema tributario.

IV. España 

En España, una parte importante de las políticas de gasto se instrumentan a través 
de beneficios fiscales. El conjunto de ellos supone una cuantía próxima a los 60.000 
millones de euros, 5 puntos del PIB.  En este contexto, en 2017, el gobierno español 
encargó a la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal (AIReF) un análisis 
exhaustivo (llamado “Spending Reviews37”) con el objetivo de evaluar una 13 benefi-
cios fiscales con un coste recaudatorio de 35.000 millones de euros (60% del total), 
para determinar si cumplían los objetivos para los que habían sido creados y detec-
tar si su existencia llevaba asociada algún tipo de externalidad o distorsión que hi-
ciera conveniente que resulte conveniente su reformulación.

En su evaluación, el trabajo de la AIReF se erige como un modelo de transparencia y 
rendición de cuentas en la administración de los beneficios fiscales, abriendo una 
vía para la mejora de la eficacia y la equidad en el sistema tributario del país. Se hace 
un estudio detallado por partida y aspecto de cada uno de los gastos tributarios para 

37. Ver:  www.airef.es/wp-content/uploads/2020/10/Docus_Varios_SR/Estudio_Beneficios_Fiscales_Spending_Review.pdf
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